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SEÑOR PRESIDENTE (Varela Nestier).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Antes que nada, queremos decir a los miembros de la Comisión que ingresó una 
nota de Apropit, Asociación de Promoción de Parques Industriales y Tecnológicos, que 
luego repartiremos. 


También queremos informar que a partir del 7 de agosto, la Comisión va a 
incorporar un horario especial los miércoles, empezando a la hora 9, a efectos de tratar 
los temas pendientes 


(Ingresa a Sala una delegación de Cotidiano Mujer) 


——=Es un gusto recibir a las señoras Lilián Celiberti y Cecilia Lucas, integrantes de 
Cotidiano Mujer, quienes han sido invitadas para conocer sus opiniones sobre el tema 
que estamos tratando, que es el proyecto de ley de Servicios de Comunicación 
Audiovisual. A tales efectos, les cedemos el uso de la palabra. 


SEÑORA CELIBERTI.- Para nosotras es un gusto presentar nuestros trabajos de 
más de veinte años en el área de la comunicación. 


Cotidiano Mujer es una organización que nació en 1985 y que en su personería 
jurídica tiene como nombre Centro de Comunicación Virginia Woolf. 


Desde 1985 a la fecha hemos desarrollado una actividad en el área de la 
comunicación, empezando con una revista y desde hace dieciocho años tenemos un 
programa de radio en CX 22, Radio Universal. Realizamos campañas públicas en aras de 
los derechos de las mujeres y hemos trabajado con el Círculo Uruguayo de la Publicidad 
y con la Audap en la realización de campañas. 


Un área central que nos ha ocupado es el monitoreo de medios que hemos 
realizado sistemáticamente desde 1998. En ese momento, hicimos el primer monitoreo 
grande para ver cómo los medios presentaban la imagen de las mujeres. Al año 
siguiente, realizamos el mismo trabajo con Unicef, volcado a la infancia y la adolescencia, 
analizando la relevancia o no de esa temática. 


Además, hemos realizado seminarios y otras actividades. 


Con esto queremos establecer que el área de la comunicación ha sido centro de 
nuestro trabajo institucional. 


Nosotras formamos parte de la coalición por la democratización de la comunicación 
y yo integré el comité técnico asesor para la elaboración de las bases de este proyecto 
audiovisual. 


En ese marco, trajimos por escrito nuestras sugerencias de propuestas y 
modificaciones relativas al proyecto de ley presentado. 


De más está decir que agradecemos el tiempo dispuesto para tratar un punto que 
nos parece central. Es un debate que llega muy tarde al Uruguay. Tenemos sesenta años 
de atraso con relación a Estados Unidos en el tema de la libertad de expresión. Hemos 
estudiado la legislación y los debates sobre libertad de expresión, particularmente en 
Estados Unidos, y nos gustaría hacer algunas puntualizaciones en ese sentido. 


Entendemos que la libertad de expresión es un principio básico de la democracia. 
Por tanto, pensamos que es una garantía fundamental a preservar y a legislar y, en ese 
sentido, consideramos que este proyecto contempla ese punto. Así se discutió en el 
comité asesor que funcionó durante cuatro meses. Desde mi larga experiencia de trabajo 
social, tengo que decir que esa ha sido una de las experiencias de articulación y debate 
más sólidas e interesantes en las que he participado con una multiplicidad de actores. 
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Quienes hacemos activismo social no siempre nos encontramos en una mesa con las 
empresas discutiendo cuál es la responsabilidad social que también tienen ellas. Y ese es 
un punto que me gustaría enfatizar. Algunas de las contraprestaciones que se plantean 
en este proyecto de ley tienen que ver y ser vinculadas a la responsabilidad social de las 
empresas en el área de la comunicación. 


Uruguay ha hecho un avance significativo ya en la Ley de Radios Comunitarias al 
establecer el espectro para los sectores empresarial, comercial, público y comunitario. A 
nivel de toda América Latina, esto constituye una seña de identidad del país y ha sido 
señalado en foros y organismos internacionales como un avance significativo en materia 
de legislación. Este reconocimiento nos coloca como sociedad en una nueva interacción 
-que es lo que tiene que garantizar los derechos y la ley- entre el mercado, la sociedad y 
el Estado. 


Por lo tanto, cuando hablamos de libertad de expresión nos referimos a tres 
sectores. La libertad de expresión no debe confundirse con la libertad de empresa. Por 
eso, apelo al concepto de responsabilidad social de las empresas, que es uno de los 
temas centrales del capitalismo moderno, planteado, precisamente, como una línea de 
trabajo de responsabilidad de los empresarios con la sociedad y no solo con el lucro. 


En este sentido, nos gustaría enfatizar que desde nuestro punto de vista el debate 
sobre libertad de expresión debería ser un centro democrático del país; desearíamos que 
hubiera más debate público, político, entre los distintos partidos y líderes, porque esta 
temática ingresó bastante tarde al país. 


Para la Convención Americana sobre Derechos Humanos, el Pacto de San José de 
Costa Rica, "toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. 
Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de 
toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma 
impresa oO artística [...]". Tanto este artículo como el de la Declaración Universal 
establecen la libertad de expresión, no solo del emisor o de la empresa, sino también de 
la ciudadanía que recibe. 


Las voces de las mujeres -después presentaremos algunos datos del monitoreo, 
para mostrar que las mujeres, que somos mayoría en la sociedad, a pesar de que se nos 
considere un sector minoritario, pero en realidad somos el 52% de la población, al menos 
en Uruguay y en otros países- difícilmente están representadas paritariamente en la 
emisión, en las fuentes de consulta, en las formas o reclamos que tienen en toda su 
diversidad. Obviamente, este no es un problema de los medios, sino de la estructura 
política y de poder de la sociedad. Sin embargo, cuando sabemos que existe una 
desigualdad, se actúa para aminorarla, y acá interviene nuevamente el concepto de 
responsabilidad social para equilibrar las voces en ese espacio público. 


El desafío para una sociedad democrática es cómo se garantiza el derecho de 
acceso de diversas voces en medios que son gestionados como empresas, en forma 
privada. Este desafío no solo tiene que ver con la legislación y las posibilidades de 
articulación, sino que es a lo que contribuye el debate público para articular la presencia 
de tres sectores: el comunitario o la sociedad en general, el sector público -estatal- y el 
sector privado. 


¿Cómo pueden los ciudadanos y ciudadanas acceder al ejercicio de la libertad de 
expresión? En un sistema democrático las leyes cumplen la función de garantizar los 
derechos de quienes por razones de género, de diversidad sexual, raza, clase o de 
hegemonía religiosa tienen dificultades para ejercer sus derechos. Por eso, pensamos 
que la ley es una responsabilidad social fundamental, es la forma en que garantizamos el 
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equilibrio de distintos poderes porque, de lo contrario, predominaría siempre el más fuerte 
y, por ende, no sería una sociedad democrática. La responsabilidad de los legisladores es 
determinar cómo se garantiza el derecho de todos, como principio básico, y cómo se 
equilibra la desigualdad de poderes. 


Entonces, la libertad de expresión debe articular principios democráticos, que 
forman parte de un debate permanente. No hay una forma de libertad de expresión; en 
cada momento histórico la articulación de estos tres sectores ha ido determinando cómo 
se entiende esa libertad de expresión. Por ejemplo, hace treinta años los derechos de los 
homosexuales, del colectivo de diversidad sexual, no formaba parte del debate de la 
sociedad ni existían garantías constitucionales ni leyes que los garantizaran. Por lo tanto, 
no existía en la conciencia colectiva la forma de equilibrar los derechos de ese colectivo 
por parte de quienes tenían el poder de emitir información, lo cual no quiere decir que 
esté bien o mal; simplemente estoy hablando de realidades sociales y de construcciones 
culturales, porque en realidad se trata de eso: de una construcción cultural. 


Hoy en día, tenemos leyes en nuestro país y, por lo tanto, esas normas no están por 
debajo de la libertad de expresión. Necesariamente, la libertad de expresión tiene que 
articular todo el trabajo que se hizo en esta sociedad para garantizar los derechos de la 
infancia y la adolescencia, todo el trabajo y la estrategia nacional que se apuntó en un 
esfuerzo de conjuntar articulaciones diversas para pensar una estrategia nacional de una 
problemática que significaba que en el país hubiese colectivos de niñas y niños 
desprotegidos de derechos. 


Por lo tanto, la libertad de expresión se articula con estas otras leyes y protecciones 
de diversos colectivos. En tal sentido, nos parece que este punto coloca siempre en 
debate la no predominancia por encima de la libertad de expresión. Es decir, un 
comunicador o una empresa no puede promover la guerra, el odio o la exclusión de 
determinados colectivos. Esto parece de sentido común pero, en realidad, cuando 
hablamos de articular leyes, es de sentido común que si una sociedad genera 
determinados cuerpos teóricos y garantías constitucionales, dichas garantías estén 
comprendidas para todos los sectores de actividad y en todos los momentos. Este es el 
principio central de la libertad de expresión. 


Entonces, la relación entre la libertad de expresión y las expresiones de odio y 
discriminatorias de personas o colectivos se ha insertado en todos los tratados 
internacionales, y son expresión del debate sobre el tema que empezó hace muchos 
años y que no está terminado. 


¿Cuáles serían los límites de la libertad de expresión? ¿Podemos decir cualquier 
cosa amparándonos en este derecho o existe una frontera cuando la palabra vulnera 
otros derechos humanos? 


En el paradigma liberal, la libertad de expresión está limitada a la libertad de 
empresa y vinculada directamente a la libertad de las empresas. Eso significa que la 
comunicación pública y el debate colectivo se organicen en función de los recursos de los 
actores para participar en los medios o gestionar uno, excluyendo de la arena política a 
importantes sectores que no tienen los medios para plantear sus demandas. 


Owen Fiss, catedrático de la Universidad de Yale, especialista en la temática de 
libertad de expresión -me gustaría que fuese consultado por esta Comisión en relación a 
los trabajos que tiene sobre revisión de la legislación de Estados Unidos y de las 
sentencias de la Suprema Corte-, establece que lo que está en juego en estas 
discusiones no es simplemente un conflicto entre libertad e igualdad, sino también entre 
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libertad y libertad. Él dice que tenemos diferentes maneras de concebir la libertad y, tal 
vez, lo que esté en debate sea cuál es el concepto de libertad que queremos defender. 


La democracia exige del Estado no solo velar por la distribución equitativa de la 
riqueza, sino procurar una distribución equitativa de la palabra. Intervenir en el mercado 
significa operar sobre la propiedad privada, pero también sobre la circulación de la 
producción. De alguna manera, la revolución tecnológica, evidentemente, es el punto que 
nos ha colocado en este debate porque universaliza el acceso y la presencia cada vez 
más significativa de los medios en la construcción, inclusive, de la propia ciudadanía. Por 
lo tanto, hay un conjunto de leyes en todos los países occidentales -para hablar de los 
que tenemos más cercanos- que regula el mercado monopólico y el control de las 
empresas, de manera de garantizar la pluralidad de una sociedad democrática. 


Como decía, nosotras hemos trabajado muchas veces en monitoreos. De hecho, 
estamos terminando el análisis de un monitoreo de 2013 acerca de los medios de 
comunicación, tomándolos todos: los informativos centrales de televisión más la prensa 
escrita y los semanarios. La idea es ver qué imagen nos dan los medios de las mujeres 
en nuestro país y de qué manera se representan las relaciones de género. 


Según los datos de 2010, comprobamos que las mujeres eran sujeto de la noticia en 
apenas un 7%, si el medio era radio o periódico, y de un 24% si se trataba de televisión. 
Pero si analizamos las mujeres como fuente de la noticia, solo aparecían en un 16%. En 
este caso, no había diferencia si la noticia era local o internacional. Este monitoreo de 
2010 se realizó en 160 países del mundo simultáneamente. Se trata de un trabajo 
presentado por una organización internacional denominada WACC que, cada cinco años, 
realiza un monitoreo mundial de los medios. 


Por lo tanto, para nosotras, los medios de comunicación son reproductores y 
creadores de modelos femeninos y masculinos, de lo social y culturalmente considerado 
como válido y necesario. De esta manera, cada persona interioriza pautas de lo bello, de 
lo negativo, de lo positivo, de lo deseable y representaciones estereotipadas que afectan 
el conjunto de la sociedad no solo para las mujeres sino para los hombres. Digo esto para 
fundamentar el interés y la importancia que tienen los medios de comunicación en un 
debate que, obviamente, trasciende lo legislativo y que tiene que ver con los emisores, 
con las empresas y con los publicistas. 


Cabe señalar que la señora Cecilia Lucas, en este último año, trabajó con los 
creadores en el "Desachate" -que se hace todos los años-, a través de un taller sobre 
participación política de las mujeres, esperando de los jóvenes creativos publicitarios 
propuestas en ese sentido. Por lo tanto, nosotras no pensamos que la ley puede resolver 
todos los problemas. Además, nuestras estrategias están diversificadas en un trabajo de 
muy larga data con otros actores y con resultados muy interesantes. 


Ahora, vamos a pasar a las propuestas que tenemos con relación al proyecto. 


En líneas generales, la primera cuestión es que valoramos altamente positiva la 
presentación de este proyecto de ley. Nos parece que equipara al país a los sectores y a 
las democracias del continente y del mundo. La regulación y la legislación están 
presentes en muchísimos países de muy distinto signo político e insospechables de algún 
efecto controlador o autoritario. En ese sentido, nos parece muy saludable la presencia 
de este proyecto de ley y el debate que se pueda plantear. 


Específicamente, nosotras respaldamos la modificación de la redacción del artículo 
27 propuesta por la coalición. Apoyamos este texto alternativo porque plantea que los 
servicios de comunicación audiovisual deben abstenerse en sus emisiones de difundir 
mensajes que justifiquen o que inciten al odio o a la intolerancia por cualquier forma de 
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discriminación contra personas por motivos de sexo, género, orientación sexual o 
identidad de género, sin perjuicio de la información sobre los hechos. Los servicios de 
comunicación audiovisual deben contemplar en su programación expresiones y acciones 
afirmativas e inclusivas a favor de personas o de grupos sujetos de discriminación e 
intolerancia. 


No nos parece que un texto de esta naturaleza violente la libertad de expresión, y 
este es un punto central de nuestra presentación y de nuestro debate. Sostenemos esto 
porque, como dijimos antes, la libertad de expresión debe articularse con las leyes 
aprobadas en el país -si se votan leyes para que algunos no las cumplan, sería absurdo- 
y, además, porque los medios de comunicación tienen una relevancia cada vez más 
significativa en la conformación de cultura democrática, lo que hace a la convivencia 
común en un territorio. 


Por lo tanto, en varios de los puntos vamos a resaltar algunas propuestas 
formuladas en la coalición en la que participamos. 


El segundo aspecto que queremos señalar tiene que ver con el Consejo de 
Comunicación Audiovisual. En este sentido, también respaldamos la propuesta de la 
coalición y agregamos la necesidad de que el Consejo tenga una representación 
equilibrada en términos de género -que no estaba planteada- y cumpla con el principio 
definido en la ley sobre igualdad de derechos y de oportunidades. De esta manera, podrá 
existir una representación equilibrada entre hombres y mujeres. 


Por supuesto, nos parece que es central que el Consejo de Comunicación 
Audiovisual tenga total independencia del Poder Ejecutivo y brinde las máximas garantías 
a todos los sectores de la ciudadanía, en especial para estos tres. En consecuencia, 
pensamos que para la propuesta de nombres se debe aplicar la misma metodología que 
se utilizó para la Institución Nacional de Derechos Humanos. 


Con relación a la publicidad no sexista, respaldamos los puntos planteados por la 
coalición; nos basamos en las leyes tanto de España como de Argentina, que aportan 
visiones interesantes a este respecto. Se declara ilícita la publicidad que presente a las 
mujeres de forma vejatoria o discriminatoria, contraviniendo las disposiciones 
establecidas en las Leyes Nos. 15.164 y 16.735, esta última referida a la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra la Mujer. Se 
considera de igual forma ilícita la publicidad que lesione la dignidad de las personas al 
promover o incitar su discriminación o vejación por su raza, etnia, religión, nacionalidad, 
clase, presencia de discapacidades, orientación sexual o identidad de género, en 
concordancia con la Ley de Lucha contra el Racismo, la Xenofobia y la Discriminación. 


Queremos señalar nuevamente que el hecho de que un artículo tan general como 
este esté contemplado en una norma no lesiona en absoluto, sino que ampara el 
desarrollo creativo de parámetros de convivencia compartidos en una sociedad 
democrática que, precisamente, se basa en el principio de la sociedad de todos y de 
todas. 


Para nosotras este también es un trabajo de debate cultural, que tiene que ver con 
una actividad mancomunada de las empresas y de los creativos, y con el rol de la 
educación. Sin embargo, nos parece que un artículo en una ley nos coloca en el camino 
de ser una sociedad de derechos en todos los sentidos. 


En cuanto a la defensoría de los públicos -es un tema central, que funciona muy 
bien en muchos países- nos parece importante que esté contemplado en la Institución 
Nacional de Derechos Humanos. Sin embargo, creemos que para asumir una 
responsabilidad de esta naturaleza la Institución debería contar con una relatoría 
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especial, porque este no es un derecho fácil de monitorear y de preservar. Debemos 
tener en cuenta que hay muchos intereses en juego y requiere de recursos importantes 
para poder ser efectiva en su desarrollo. 


En el texto se propone, además, desarrollar las atribuciones y obligaciones de la 
Defensoría. Entre otras obligaciones se establece que la defensoría de los públicos debe 
obligatoriamente convocar a instancias de seguimiento, audiencias públicas y consultas 
que contemplen la participación directa del público. 


En este punto quiero hacer un señalamiento: la democracia de hoy en todo el 
mundo está desafiada por encontrar formas de institucionalidad que garanticen la 
participación ciudadana. Esto se debe a que los desafíos democráticos se juegan en la 
posibilidad de conjugar la acción política partidaria, legislativa e institucional con la 
democracia de todos los días y con los ciudadanos y las ciudadanas que se mueven en 
un territorio. Como legisladores, ustedes saben mejor que nadie que a veces hay una 
ajenidad de la ciudadanía respecto a las leyes que se aprueban; esto quita efectividad y 
hace que la democracia pierda fortaleza. 


Entonces, garantizar audiencias, espacios y habilitar el debate es un desafío 
fundamental. Si bien somos un país pequeño, un territorio nación pequeño, hay ciertos 
índices de obturación del debate público y de incapacidad para instalar el diálogo con la 
pluralidad necesaria en las acciones de todos los días. Por eso no nos parece secundaria 
la posibilidad de que las leyes garanticen espacios abiertos de participación. En este 
caso, la participación de todos los sectores es fundamental. 


Por lo tanto, se debe promover la participación efectiva de las mujeres y de los 
distintos colectivos en estas instancias: en la producción de contenidos, en la conducción 
de los programas que no sean de ficción, en la representación de personajes de los 
programas de ficción, así como en el desarrollo de planes de educación sobre diversidad 
sexual y género para el personal de los servicios de comunicación audiovisual. 


Todo el capítulo de educación fue planteado por la Licenciatura de la Universidad en 
esta Comisión, por lo que nos exoneramos de desarrollarlo. De todos modos, señalamos 
que este nos parece un desafío futuro central. 


En cuanto a las contraprestaciones, sugerimos que las campañas de bien público se 
limiten a doce minutos diarios e incluyan organizaciones de la sociedad civil como 
proponentes. Creemos que el artículo 87 está exclusivamente centrado en el Estado, en 
la persona pública no estatal y en los organismos de Gobierno, y deja afuera a muchas 
organizaciones que promueven campañas de bien público y que generan la agenda 
ciudadana de derechos en muchos espacios. No existiría la predominancia de la 
discapacidad, que existió siempre, si esos sujetos no se hubieran organizado para 
defender sus derechos, promoverlos, monitorearlos, estar presentes y reclamar su 
incumplimiento. Entendemos que los actores de la sociedad generan nuevas demandas 
de derechos de sectores que no necesariamente tienen reconocimiento público. Por lo 
tanto, estamos de acuerdo con incorporar a organizaciones de la sociedad civil en 
campañas de bien público. 


En nuestro material figura un cuadro con la síntesis de algunas claves para 
incorporar la perspectiva de género en el proyecto que están analizado. 


El día martes hicimos una tertulia abierta en nuestra organización, en la que 
participaron, inclusive, compañeras de otros departamentos a través de Skype, en la que 
se hicieron sugerencias para esta presentación. Por lo tanto, si bien estamos aquí como 
organización, hemos recibido el aporte y las sugerencias de otras mujeres activistas del 
país. 
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En el mes de noviembre organizaremos un gran seminario sobre comunicación y 
género, con la presencia de representantes de la Universidad de México, y de expositores 
de Argentina y tal vez de Brasil, en el que presentaremos los resultados del monitoreo 
nacional de los medios que acabamos de hacer. 


Creemos que limitar y controlar la forma en la cual aparece la violencia es muy 
importante. La violencia hacia las mujeres es un problema nacional, y su defensa no 
puede quedar reducida a las protagonistas, a las víctimas. Si queremos una sociedad de 
convivencia democrática tenemos que evitar que las víctimas de la violencia aparezcan 
en los medios de una forma distorsionada. Tenemos que buscar la forma más respetuosa 
de presentar esa violencia. 


Algunos de los artículos tienen que ver con el lenguaje. Estamos incorporando 
algunos lenguajes para que la ley refleje la presencia de sectores y actores que no 
necesariamente se comprenden en el universal ciudadano. En este sentido, el lenguaje 
también construye ciudadanía. Creemos que las leyes deben reflejar la presencia de 
otras leyes vigentes en el país. 


SEÑOR BATTISTON!I.- La pelea que llevan adelante es muy digna y reconozco el 
tesón con el que la desarrollan. 


Las ficciones que aparecen en audiovisuales pueden reflejar la realidad: el 
machismo, la violencia doméstica, etcétera. ¿Creen que eso debería estar en el horario 
de protección al menor o que deberían darse oportunidades para debatir sobre esas 
ficciones? Lo pregunto porque si elimináramos esto, nos estaríamos yendo fuera de la 
realidad, y eso es algo que no queremos. 


SEÑORA LUCAS.- Con relación a la defensa de niños, niñas y adolescentes en el 
horario de protección al menor, proponemos que en el artículo 31 cuando dice: "[...] Debe 
evitarse, en el horario antedicho, la exhibición de programas que promuevan actitudes o 
conductas violentas, morbosas, delictivas, discriminatorias o pornográficas, o fomenten el 
esoterismo, los juegos de azar o las apuestas", se agregue: "la exhibición de programas 
que promuevan actitudes sexistas". Es solo una frase más que consigna el espíritu de 
cómo prevenir que se promueva la violencia sexista en la audiencia de niños, niñas y 
adolescentes. 


Esto no quiere decir que no se muestren las realidades. He trabajado muchísimo en 
talleres de sensibilización con los periodistas para hacer un tratamiento más responsable 
en asuntos como violencia de género, y la idea no es que no la nombren, sino todo lo 
contrario: que cuando la nombren, no lo hagan violentando los derechos de las personas. 


Por ejemplo, si cuando cubrimos el crimen de una mujer que fue asesinada por su 
pareja, mostramos el lugar donde vive, su casa y el Facebook de su hija, estaremos 
violentando sus derechos a través de la comunicación. Creemos que esos derechos no 
se pueden dañar a través de la comunicación. Con eso no estamos de acuerdo. 


SEÑORA CELIBERTI.- En Brasil se ha hecho un trabajo muy importante. Como 
todos saben, la telenovela central de la cadena "O Globo" es seguida por millones y 
millones de personas de todas las ideologías, posturas y acciones. Podemos decir que, 
como el fútbol, es una identidad nacional. Por eso algunas organizaciones han trabajado 
mucho con "O Globo" para determinar cómo incorporar temáticas de la sociedad como la 
homosexualidad, la violencia y los conflictos de la sociedad, y los debates de los 
ciudadanos sobre las drogas, los adolescentes que dejan de estudiar, etcétera. No se 
trata de que no estén, sino de que tengan un tratamiento respetuoso. Si damos por hecho 
que la violencia de los hombres es natural -como aparecía en muchas telenovelas, en las 
que si una mujer se ponía una minifalda, el marido le podía pegar-, estaremos generando 
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una idea distorsionada. Puede darse la misma situación con la misma imagen, pero 
problematizada en otro sentido. Los creadores deben tener la voluntad de colocar eso 
como un hecho denigrante de la masculinidad y un vejamen para la mujer. Es un hilo sutil 
que está dirigido por la intencionalidad de colocar esos asuntos de toda la sociedad como 
problematizados para reflejarnos en ellos y generar mejores condiciones de vida para 
todos. En esas telenovelas brasileñas ha habido excelentes planteos de esas 
problemáticas sociales tratadas de esa forma. 


En definitiva, hay muchísima experiencia internacional que podría ser traída y 
debatida en los medios, si abrimos el camino para que esas demandas lleguen a los 
productores, a los administradores y a los dueños de los servicios audiovisuales. 


SEÑOR CARBALLO.- En cuanto a incluir una representación más equilibrada entre 
hombres y mujeres, no me quedó claro a qué Consejo se referían. 


SEÑORA CELIBERTI.- Se trata del Consejo de Comunicación Audiovisual, que 
figura en el artículo 58. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la presencia de la delegación y el material 
que nos entregaron que, por la forma en que está ordenado, es una invalorable 
colaboración para el trabajo de la Comisión porque nos ayuda a centrarnos 
específicamente en los artículos que la delegación considera que deben tener 
modificaciones. 


Este es un trabajo de ida y vuelta, la Comisión va a seguir debatiendo y cuando lo 
deseen pueden incorporar propuestas, ideas o críticas. 


SEÑORA CELIBERTI.- Muchas gracias por la atención. 


Nos parece que es un debate central. Vamos a seguir acompañando este proceso y 
generando el debate público junto con la coalición, como lo hemos hecho hasta ahora. 


(Se retira de Sala la delegación de Cotidiano Mujer) 
(Ingresa a Sala una delegación de la Sociedad Interamericana de Prensa) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía y Minería da la 
bienvenida a la delegación de la Sociedad Interamericana de Prensa, integrada por 
Claudio Paolillo, Presidente de la Comisión de Libertad de Prensa e Información de la 
Sociedad Interamericana de Prensa y Washington Beltrán, Vicepresidente de la Comisión 
de Libertad de Prensa e Información para Uruguay. 


Es imprescindible para esta Comisión tener la opinión de esta organización. 


SEÑOR PAOLILLO.- Para nosotros es un gusto estar acá y nos sentimos honrados 
por haber sido invitados por esta Comisión para analizar un tema tan sensible. Esta es la 
casa de la democracia y nos da mucho gusto estar acá. Venimos con ánimo constructivo 
a dar nuestro punto de vista sobre el proyecto de ley. No venimos en pie de guerra ni 
nada que se le parezca, sino a brindar la información de nuestra organización. 


La Sociedad Interamericana de Prensa es una organización de prensa, es decir que 
no es ni de radio ni de televisión. Legítimamente los señores legisladores se pueden 
preguntar qué estamos haciendo acá, ya que esta ley solo regula los servicios de 
comunicación audiovisual. Estamos acá porque fuimos invitados y porque la misión de la 
Sociedad Interamericana de Prensa es defender y promover la libertad de expresión en 
las Américas. La SIP integra el Comité Coordinador Mundial de Organizaciones de 
Libertad de Prensa junto con otras siete organizaciones internacionales: el Comité para la 
Protección de los Periodistas, Reporteros Sin Fronteras, el Comité Mundial para la 
Libertad de Prensa, el Instituto Internacional de la Prensa, la Asociación Mundial de 
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Periódicos, la Federación Mundial de Revistas y la Asociación Internacional de 
Radiodifusión. El Comité se reúne cada seis meses para analizar la libertad de expresión 
en el mundo, está reconocido por la Unesco y tiene mucho peso, y la SIP participa allí 
activamente. 


Antes de entrar en el único punto que vamos a tratar, que es el de los contenidos, 
voy a hacer algunas precisiones. La SIP tiene en cada país de América un representante 
que da los informes país por país. Washington Beltrán es el Vicepresidente Regional para 
Uruguay y es quien da los informes, por lo tanto, puede dar fe de lo que voy a decir. Para 
la SIP, para quien habla y para Washington Beltrán al Gobierno del Presidente Mujica no 
se le puede reprochar nada en cuanto a su respeto por el ejercicio del derecho humano 
de expresarse libremente por parte de todos los ciudadanos, incluyendo, por supuesto, a 
los medios y a los periodistas. Esto es algo que personalmente he repetido verbalmente y 
en forma escrita durante estos tres años y unos meses que lleva la gestión del Gobierno 
actual, en todos los lugares en los que se me ha preguntado al respecto, tanto en 
Uruguay como en el exterior. Me parece necesaria esta puntualización para tener en 
cuenta el contexto en el que ha sido presentado este proyecto de ley que regula los 
servicios de comunicación audiovisuales. 


Lo que dije puede ser verificado en todas las organizaciones que nombré que 
integran el Comité Coordinador Mundial, que se reúne cada seis meses y donde se habla 
permanentemente en forma elogiosa del estado de la libertad de expresión en Uruguay. 
Nadie tiene dudas de eso y se puede entrar a la página web de la SIP o de las otras 
organizaciones y se verá que Uruguay está "rankeado" en los primeros lugares en el 
mundo en materia de libertad de expresión. En algunos lugares está por encima de 
países que se consideran que tienen la mayor libertad de expresión, como Estados 
Unidos y, en otros, igual que Estados Unidos. Sin duda, en América es uno de los países 
que más respeto tiene por la libertad de expresión. Esto es aceptado y reconocido por 
todo el mundo. Voy a entregar a la Presidencia de la Comisión un documento con los 
detalles sobre eso, porque son muy claros. Para la SIP, este reconocimiento internacional 
es un activo y un capital intangible y muy importante que tiene Uruguay y deberíamos 
preservarlo a toda costa. 


En cuanto al tema que nos convoca hoy, cabe señalar que, según nuestra opinión, 
el proyecto de ley refiere, básicamente, a dos grandes temas. Uno tiene que ver con los 
negocios de los servicios de comunicación audiovisual, es decir, el negocio de las radios 
y de los canales de televisión. Esto tiene relación con los mecanismos para la asignación 
de frecuencias, la duración de las autorizaciones, las concesiones, todo aquello en lo cual 
el Estado es llamado a intervenir, como ha hecho siempre y como sucede en todos los 
países del mundo, no porque sea el dueño de las frecuencias del espectro radioeléctrico 
-porque esas frecuencias son patrimonio de los ciudadanos, no de los Estados-, pero sí 
como agente regulador. 


Respecto a este punto quiero decir con toda claridad que la SIP se opone 
frontalmente a la existencia de monopolios u oligopolios privados o públicos en el ámbito 
de la comunicación. Siempre ha sido posición de quien habla y también de la SIP que los 
monopolios u oligopolios privados afectan la libertad de pensamiento y de expresión. 
¿Por qué? Porque la jurisprudencia interamericana de derechos humanos en esta materia 
ha concebido esta libertad como un derecho de dos dimensiones: una individual, que 
consiste en el derecho de cada persona a expresar los propios pensamientos, ideas o 
informaciones; y una colectiva o social, que consiste en el derecho de la sociedad a 
procurar y recibir cualquier información, a conocer los pensamientos, ideas e 
informaciones ajenos y a estar bien informada. Para el ciudadano común es tan 
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importante el conocimiento de la opinión ajena o de la información de que disponen otras 
personas como el derecho a defender las propias creencias o informaciones. 


Por lo tanto, en base a estas premisas, los monopolios u oligopolios privados 
afectan severamente el ejercicio de la libertad de expresión. Por supuesto que también lo 
afectan severamente los monopolios u oligopolios públicos o estatales, con el agravante 
de que, además, estos, en caso de que haya un gobierno autoritario, pueden conducir al 
totalitarismo. 


El otro gran tema de este proyecto de ley es el relativo a la regulación de los 
contenidos de los servicios de comunicación por parte del Estado. En esta intervención 
voy a comentar solo esta parte, porque es el único foco de nuestra preocupación: 
entendemos que algunos de los artículos de este proyecto, por la forma en que están 
redactados, tienen la potencialidad de afectar el principio fundamental de la libertad de 
expresión. Así que -reitero- no me voy a referir a la cuestión de los negocios de las radios 
y de los canales de televisión ni al régimen de autorizaciones, concesiones y frecuencias; 
en todo caso, es un asunto que incumbe directamente al negocio de los socios de 
Andebu y no es de mi competencia ni interés, como tampoco de la SIP, interceder por los 
negocios de los prestadores de servicios de comunicación audiovisual. De hecho, como 
dije, la SIP es una organización de diarios, revistas, semanarios, quincenarios, entre 
todas las Américas, desde Canadá hasta Tierra del Fuego; tiene 1.300 publicaciones de 
prensa afiliadas y no tiene radios ni canales de televisión, que están afiliados a 
organizaciones diferentes. Los socios de la SIP, para funcionar, no precisan permiso del 
Estado; sin embargo, las radios y los canales de televisión, sí lo requieren, y esa es la 
diferencia fundamental entre una y otra organización. 


¿Cuáles son los tramos del proyecto de ley que ameritan comentarios? Vemos que 
en la redacción de esta iniciativa hay cierta confusión en cuanto a la regulación de los 
contenidos por parte del Estado, y en materia de libertad de expresión del pensamiento 
las confusiones no deberían existir, porque cuando existen, se abre lugar para las 
decisiones discrecionales, subjetivas, que pueden llevar a la autocensura o a la censura, 
que son dos plagas para la democracia. ¿Por qué, a nuestro juicio, es confuso este 
proyecto de ley? Porque incluye dos grandes posiciones, que en principio parecen 
contrapuestas, sobre las potestades del Estado para intervenir en los servicios de 
comunicación audiovisual: por un lado, se prohíbe, sin duda posible, cualquier avance 
estatal sobre la libertad de expresión -hay varios artículos que directamente prohíben el 
avance estatal sobre la libertad de expresión- y, por otro, se habilita al Estado a intervenir 
en forma abierta en la libertad editorial de los medios que están regulados por esta ley, lo 
cual podría afectar -dependiendo de cómo se intervenga-, en función de cómo están 
redactados algunos artículos, el principio de la libertad de expresión 


Para nosotros, estas contradicciones deberían ser subsanadas en la discusión 
parlamentaria. Tomo como ejemplo para ilustrar esto los artículos 4* y 5% del proyecto de 
ley donde, por un lado, hay una garantía absoluta para la libertad de expresión y, por otro, 
una potencial amenaza para su vigencia. El artículo 4% dice: "Los servicios de 
comunicación audiovisual son soportes técnicos para el ejercicio del derecho humano a la 
libertad de expresión y a la libertad de información, preexistentes a cualquier intervención 
estatal". Pero el mismo artículo expresa que los servicios de comunicación audiovisual 
son un elemento estratégico para el desarrollo nacional y el artículo 5% dice que son 
servicios de interés público. De modo que, según el artículo 4%, las libertades de 
información y expresión preexisten al Estado, están allí antes, y, por lo tanto, cualquier 
intervención estatal está prohibida; pero, a la vez, el mismo artículo establece que las 
emisoras de radio y televisión son estratégicas para el desarrollo nacional. Además, como 
en el artículo 5% se establece que los servicios de comunicación audiovisual son de 
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interés público, el Estado podría definir para dónde orientar lo que se difunda en esos 
elementos estratégicos para el desarrollo nacional en función de un interés público cuyo 
alcance y definición el Estado se reserva para sí. ¿Quién define la estrategia para el 
desarrollo nacional? El Estado, naturalmente, a través del Gobierno de turno. ¿Quién 
define qué es de interés y qué no es de interés público? El Estado. 


En esta iniciativa, el Estado se amputa cualquier posibilidad. La palabra "cualquier" 
está citada textualmente en el proyecto de ley y equivale a decir toda posibilidad de 
intervenir en los contenidos para respetar un derecho humano, que se reconoce como tal 
a texto expreso. Pero, a renglón seguido, el Estado se asegura las herramientas para 
regular el mismo derecho humano que antes se había declarado que no iba a afectar. Por 
ejemplo, el artículo 14 dice: "Está prohibida la censura previa, interferencias o presiones 
directas o indirectas sobre cualquier expresión, opinión o información difundida a través 
de cualquier servicio de comunicación audiovisual". Esto tampoco tiene dos lecturas: 
directamente no se puede censurar, interferir o presionar ni de modo directo ni de modo 
indirecto sobre cualquier expresión; cualquier expresión es toda expresión emitida por 
cualquier canal o radio, es decir, todos los canales y todas las radios. Eso va en línea con 
el pensamiento y la práctica del Gobierno del Presidente Mujica y de la persona del 
Presidente Mujica. 


Luego de esta disposición, aparece el Consejo de Comunicación Audiovisual 
-asesorado por la Chasca y por un ombudsman estatal de los servicios de 
comunicaciones audiovisuales-, que es el encargado de aplicar, fiscalizar y hacer cumplir 
la ley. Entonces, los reguladores estatales, según las previsiones del proyecto, podrían 
incidir -depende de cómo actúen, puede ser peligroso- en los contenidos que difundan las 
radios y emisoras de televisión, no porque tengan vocación de censores, sino porque 
deberían dictaminar sobre los contenidos que se emiten en base a expresiones vagas, 
imprecisas, laxas y también inasibles. Los reguladores quedarían habilitados para decidir 
cuándo un contenido es plural, cuándo no es plural, cuándo es diverso, cuándo no es 
diverso, cuándo es igualitario, cuándo no lo es, cuándo es discriminatorio, cuándo no lo 
es, cuándo es respetuoso, cuándo no lo es, cuándo es inclusivo, cuándo no, cuándo 
promueve la identidad nacional y cuando no, cuándo difunde percepciones 
estereotipadas -son palabras textuales del proyecto de ley-, cuándo es equitativo, cuándo 
no y hasta cuándo es sesgado y cuándo no. Todo es sesgado en este mundo. No existe 
la objetividad porque somos seres humanos. Yo trabajo en "Búsqueda " y cuando 
decidimos publicar un artículo de información que sea lo más imparcial posible, al definir 
qué va arriba en el copete o en el título ya estamos siendo sesgados; estamos sesgando 
la información para algún lado. En nuestro leal saber y entender creemos que esto es lo 
más importante, pero hay otras cosas que la gente puede creer que son más importantes 
que lo que decidimos nosotros. ¿Cómo se puede definir el sesgo? Siempre va a haber 
sesgo. 


Estas directivas que consideramos vagas e imprecisas figuran en los artículos 6*, 7*, 
8?, 9* y 27 del proyecto de ley. 


Hoy, leí declaraciones del Presidente en un matutino de la capital diciendo que ya se 
va a cambiar esto de que el Consejo de Comunicación Audiovisual sea integrado por tres 
personas designadas por el Presidente de la República con venia del Senado, uno por el 
Ministerio de Industria, Energía y Minería y otro por el Ministerio de Educación y Cultura. 
No sé si esto tendrá el consenso de la Comisión, pero nosotros lo vemos bien. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero aclarar que por ahora es una opinión personal, que 
se está consensuando, pero no es una decisión de la fuerza política ni de la Comisión. 
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SEÑOR PAOLILLO.- Cinco representantes designados por el Poder Ejecutivo 
serían los que resolverían o aconsejarían a este para que resolviera sobre las eventuales 
infracciones que se cometieren en perjuicio de la ley, con sanciones muy importantes, 
observaciones, amonestaciones, apercibimientos, decomiso de bienes, suspensión de las 
emisiones y, finalmente, hasta la revocación de las concesiones, autorizaciones, licencias 
o registros. Consideramos que esto debería ser independiente del poder político, tanto 
como de los servicios regulados. Esto no lo digo yo, sino que la jurisprudencia 
interamericana de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, de la Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos, de la Relatoría Especial para la Libertad de 
Expresión de la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, precisamente, dice que 
en los casos en que haya Consejos reguladores de los contenidos, estos tienen que ser 
independientes tanto del poder político como de los intereses comerciales que están 
siendo regulados. 


Quiero decir expresamente que la libertad de expresión no es un derecho absoluto, 
puede ser regulada legítimamente. Eso lo prevé el artículo 13.2 de la Convención 
Americana de Derechos Humanos. Pero tanto la Convención Americana de Derechos 
Humanos como la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos y de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, advierten que las previsiones legales 
que sean vagas e imprecisas no pueden ser empleadas para aplicar las limitaciones. La 
jurisprudencia interamericana dice que las limitaciones deben estar definidas en forma 
precisa y clara y, además, deben ser excepcionales y mínimas. Esto está ampliamente 
desarrollado en el documento que entregué a la Presidencia. 


Precisamente, algunos artículos de este proyecto en su redacción, a nuestro juicio, 
adolecen, de precisión y claridad en cuanto a las limitaciones que impondría el Estado. 
En su lugar, hay conceptos cuya amplitud deja al arbitrio de la subjetividad de los 
reguladores estatales nada menos que el ejercicio del derecho humano a la libertad de 
expresión y la aplicación de sanciones a quienes los reguladores entiendan, en base a 
sus convicciones -así como está redactado no hay otra posibilidad- y no en base a 
disposiciones específicas, taxativas, claras, que han vulnerado la ley. 


Fíjense la enorme responsabilidad que el proyecto atribuye a los reguladores. 
Vamos a ser sinceros. ¿Cómo hacen cinco o más personas, por mejor intención que 
pongan, para ser justos al definir qué es plural, diverso, igualitario, discriminatorio, 
respetuoso, inclusivo, sesgado y qué no lo es? Todas esas son expresiones vagas y 
tienen que se precisas. Ellos van a definir en base a su subjetividad; excepto que el poder 
político entienda que la subjetividad de cinco funcionarios no garantiza el ejercicio de 
nuestro derecho humano a hablar, decir, escuchar y ver lo que se nos antoje. Ninguna 
persona y tampoco el Estado tiene legitimidad política o moral para decir a otra persona 
qué le conviene y qué no le conviene conocer. Ese es el meollo de este asunto. Lo que 
estoy diciendo no tiene nada que ver con la legítima potestad del Estado y de los padres 
para proteger a los niños, niñas y adolescentes. La protección de los menores existe en 
todo el mundo civilizado. El proyecto dice que todo lo que se emita durante el horario de 
protección al menor, que va de seis de la mañana a diez de la noche -horario que no 
cuestiono-, debe ser apto para todo público. Pero en ese horario están los noticieros. 
Estoy de acuerdo con que no se puedan emitir películas pornográficas o películas de 
ficción con escenas truculentas de violencia; con que no se pueden emitir imágenes de 
una niña violada inmediatamente después de haber sido víctima de ese hecho; con que 
no se puede emitir la imagen de un cuerpo descuartizado después de que ha sido 
asesinada la persona. El problema es que en ese horario están todos los noticieros, y yo 
me pregunto, ¿qué deberán hacer estos cuando ocurran hechos noticiosos que puedan 
ser juzgados como no aptos para todo público? Imaginen ustedes, el proyecto de ley en 
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la parte referida a la protección de los niños y adolescentes dice que en todo ese horario 
-donde están, reitero, todos los noticieros- no distingue entre noticieros y otros 
contenidos. En el año 2001, como todos sabemos, hubo un acto de violencia desmedida, 
desmesurada, truculenta, que infundió pánico y terror. Me refiero, por supuesto, al 
atentado contra las torres gemelas de Nueva York. En realidad, un avión reventándose 
contra un edificio constituye una imagen de violencia extrema, explícita y truculenta; 
además, el resultado fue la muerte de muchas personas, lo cual sembró terror entre la 
sociedad. Pero ese hecho sucedió a las diez de la mañana, en pleno horario de 
protección al menor. Entonces, ¿qué pueden hacer los noticieros en esos casos? ¿Dan la 
información a las 22 horas y un minuto o trasmiten esas imágenes que, en aquel 
entonces, todos vimos en vivo y en directo? En el proyecto de ley esto no está claro; 
supongo que la intención de los redactores del proyecto de ley no fue la de censurar o 
regular ese tipo de noticias pero, reitero, no está claro. Hago esta apreciación porque el 
proyecto señala que todo lo que se emita en ese horario debe ser apto para todo público, 
razón por la cual alguien puede pensar que ese tipo de noticia no podría trasmitirse, ya 
que en ese caso hubo tres mil muertos y un avión se estrelló contra las torres, y no puede 
saberse cómo reaccionarían los niños ante ese tipo de imagen. 


Por lo tanto, creo que debería aclararse qué deben hacer los noticieros cuando se 
producen este tipo de hechos en horario de protección al menor. Por ejemplo, Gadafi fue 
preso y asesinado ante cámaras. Entonces, ¿qué deben hacer los noticieros en esos 
casos? ¿Solo hablar de la noticia, o pueden emitir alguna imagen, teniendo en cuenta 
que se trató de una noticia mundial? 


Además, estas cosas pasan todos los días. Ayer, por ejemplo, se produjo un 
accidente fatal en España, y hoy El Observador publicó en su tapa una foto muy fuerte. 
Entonces, trasladen esa imagen a un canal de televisión. Sin duda, estamos hablando de 
un hecho violento, que provocó la muerte, por ahora, de setenta y ocho personas, y en la 
imagen a que hice referencia aparecen cadáveres en el piso, que si bien no están 
mostrados en forma truculenta, no deja de impresionar. Por lo tanto, debe quedar 
claramente establecido que este tipo de imagen se pueden exhibir, ya que son noticia; y 
no digo esto porque exista la voluntad de promover la truculencia, sino porque se trata de 
una noticia. 


Desgraciadamente, todas las semanas ocurren hechos violentos en el mundo, 
porque la realidad, a veces, es peor que lo que puedan imaginar los novelistas y 
cineastas más truculentos. Todas las semanas hay alguna revuelta en algún lugar del 
mundo y se registran escenas violentas, en ocasiones, con resultado de muerte, y ese 
tipo de cosas son noticia por su implicancia política. 


Por lo tanto, a nuestro juicio debe quedar claro cómo se deberá proceder. Además, 
esta regulación comprenderá solo a los canales uruguayos, por lo que cualquier persona 
puede recurrir a la CNN, a la BBC o a la Televisión Española -que son medios a los que 
no se los puede regular- para conocer la información que desee. Por supuesto, no se 
puede pretender regular los contenidos de los canales internacionales, y eso llevará a 
que la gente vea esas otras señales para informarse de los hechos que no pueden 
trasmitir los canales uruguayos. 


También quisiera hacer referencia a otros aspectos, pero no las voy a mencionar ya 
que figuran en el documento que entregué al Presidente de la Comisión, el cual espero 
que reparta entre los demás Diputados. 


De todos modos, voy a hacer referencia al Capítulo VII, denominado 
Autorregulación Etica. 


-14- 


Los códigos de ética en materia periodística impuestos por los Estados constituyen 
una de las peores violaciones a la libertad de expresión y de prensa. Cuando 
determinados funcionarios, designados por el poder, tienen el encargo legal de definir qué 
es ético y qué no lo es, el Estado es el que posee la llave para decir qué puede saber el 
pueblo y qué no. Y este proyecto de ley, teniendo en cuenta su redacción, vulnera la 
jurisprudencia interamericana en materia de libertad de expresión. 


Como dije, el Capítulo VIII se titula Autorregulación Ética; adviértase el grueso 
contrasentido existente, porque cualquier autorregulación debe ser definida por la 
voluntad de quien se autorregula y no por imposición de un Estado a través de una ley. El 
Poder Ejecutivo, en este proyecto, habla de una supuesta autorregulación pero, en 
realidad, así como está redactado, lo que se lee es que el Estado obligará a cada medio, 
o grupo de medios, a asumir determinados parámetros de conducta, pero no los que 
quiera cada medio en particular, sino el Estado. Por lo tanto, de acuerdo a esta redacción, 
no es verdad que vaya a existir una autorregulación; lo que habrá, si el proyecto se 
aprueba tal como está, es una regulación impuesta por el Estado. 


El artículo 138 dice: "Los titulares de servicios de comunicación audiovisual deben 
regir sus actividades conforme a códigos públicos de normas éticas [...]" Quiere decir que 
el Estado los obliga a tener, quieran o no, un código de ética. Pero podría ocurrir que el 
Estado dejara libres a los medios para que cada uno elaborara el código de ética que 
mejor se ajuste a su manera de encarar el periodismo y la difusión de los contenidos, 
pero tampoco es el caso, porque el mismo artículo dice: "El contenido de dichos códigos 
será determinado libremente por cada prestador, teniendo como base los principios y 
derechos que reconoce y promueve la presente ley". Entonces, cada emisora, radial o 
televisiva, presuntamente, es libre para hacer su propio código de ética, pero el Estado 
las obliga a redactarlo dentro de los límites de la ley. En otras palabras, los medios no 
serán libres para regir su conducta, sino que tendrán que adaptarla a los parámetros que 
fije el Estado a través de la ley. 


Por otra parte, a través del artículo 139, se mandata a los medios a hacer públicos 
los códigos de ética, y luego, en el artículo 140 los obliga a nombrar un defensor de la 
audiencia para controlar el cumplimiento de esos códigos que, tal como dice el artículo 
138, deben ser redactados en el marco de los principios y derechos previstos por la ley. 
Si se me permite decirlo, sería un cerrojo perfecto. 


En ese sentido, la Corte Interamericana de Derechos Humanos tiene una amplia y 
clara jurisprudencia, la cual indica que esto es violatorio de las disposiciones existentes 
en el continente con respecto a la libertad de expresión. 


Concretamente, la Declaración de Principios sobre Libertad de Expresión adoptada 
por la Comisión Interamericana de Derechos Humanos dice claramente que la actividad 
periodística debe regirse por conductas éticas, las cuales, en ningún caso, pueden ser 
impuestas por los Estados. 


Por estas y otras razones, las cuales figuran en el documento que entregué, 
entendemos que habría que corregir la redacción de algunos artículos de este proyecto 
de ley que dejan abierta la posibilidad de erosionar la libertad de expresión, el libre flujo 
de ideas y opiniones que, como dije al principio de mi exposición, es algo por lo que 
Uruguay es reconocido mundialmente, ya que nuestro país es uno de los más 
respetuosos de esos derechos fundamentales. 


SEÑOR DELGADO.- En primer lugar, deseo saludar a la delegación de la Sociedad 
Interamericana de Prensa. 


Sia 


En realidad, la exposición fue muy clara, y el material entregado -que ya fue 
repartido- será estudiado en profundidad. 


De todos modos, quisiera hacer algunas preguntas tendientes a que se puedan 
profundizar los comentarios realizados por el señor Paolillo en su intervención. 


En la declaración de la Convención Interamericana y en algunas manifestaciones de 
la Corte Interamericana se dice que las limitaciones, en caso de existir, deben ser 
precisas, claras y excepcionales; se utilizan estas tres palabras. No tengo ante mí la 
declaración, pero creo que esos fueron los términos utilizados. 


Obviamente, este proyecto otorga una gran discrecionalidad, porque su redacción 
es amplia y permite realizar varias interpretaciones sobre determinados contenidos 
emitidos por cualquiera de los servicios de comunicación audiovisual. Además, un 
Consejo, previsto en este proyecto de ley, será el que determinará si tal o cual contenido 
se encuadra en lo previsto en la ley. Obviamente, esto no va en la línea de lo que dicen 
estas declaraciones internacionales de la Corte y de la Convención Interamericana. 


Quiero sumar a esto una estadística que vi el otro día en la que se establecía que 
Uruguay y Costa Rica son los dos países mejor "rankeados" en América como defensores 
de la libertad de expresión. Quería confirmar si esto es así. Uruguay siempre va primero o 
segundo con Costa Rica. Obviamente, esto no va en el mismo sentido de la 
recomendación de la Corte y de la Convención Interamericana ni dice relación con estos 
niveles de imagen que usted mismo reconocía tiene Uruguay. 


Entonces, primero quería preguntarles si este proyecto de ley -en el caso de 
aprobarse tal como está- afecta internacionalmente la imagen del país en cuanto a la 
limitación de la libertad de expresión. 


Por otra parte, usted bien definía que una cosa es el negocio y otra las garantías y 
las limitaciones de las que habla el proyecto. En las limitaciones se incluye una cantidad 
de artículos vinculados a los contenidos. Es más: diría que están exhaustivamente 
vinculados a los contenidos. Estamos hablando de 183 artículos; es un verdadero código 
en materia de servicios de comunicación audiovisual. 


Ahí enrabamos con la pregunta anterior. Por la redacción dada en este proyecto de 
ley, hay un Consejo -que tiene la designación que ustedes cuestionaban- que debe definir 
si algunos de los contenidos que se emiten se encuadran o no dentro de lo que se 
establece. En algunos casos, como en los artículos 31 o 32, que se habla de la publicidad 
de niños, niñas o adolescentes, se recogen artículos del Código de la Niñez y la 
Adolescencia, pero en otros se va mucho más allá, por lo que esto es más exhaustivo al 
respecto. Interpretar qué da la impresión y qué no la da, no es fácil. Entonces, la segunda 
pregunta no tiene que ver con las competencias de este Consejo ni con su 
institucionalidad, sino con el hecho de que ustedes están cuestionando la existencia de 
un Consejo de estas características que tenga que determinar o discernir qué es 
inclusivo, discriminatorio, igualitario, sesgado. Convengamos que es muy difícil definir 
esto en una ley a texto expreso. Ya no es si esto depende o no del Poder Ejecutivo de 
turno o del Parlamento sino que hay cinco, seis, siete personas -o las que sean- que 
deben interpretar determinados contenidos en función de la redacción de la ley que se 
apruebe. Yo me remito a este proyecto porque es lo que hoy tenemos arriba de la mesa. 
O sea que no es solo un tema de institucionalidad o independencia sino de competencias 
y de definir si aún cuando la redacción pueda llegar a ser todo lo precisa que se pueda en 
un proyecto de ley de estas características, determinadas personas designadas por 
quienes se resuelva, puedan llegar a interpretar con determinado grado de objetividad si 
esto es inclusivo, sesgado, igualitario o no. 
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La tercera pregunta tiene que ver con lo siguiente. Acá vinieron algunas instituciones 
directamente vinculadas a los servicios de comunicación audiovisual -fue una de las 
razones que llevó a la Comisión a convocar a las Cátedras de Derecho Administrativo y 
Derecho Constitucional para las próximas  sesiones- que hablaron de 
inconstitucionalidades de algunos artículos. También se afirmó que algunos artículos 
vulneran Tratados internacionales. Inclusive algunos dijeron que en el caso de aprobarse 
esto tal como está, se podría generar una serie de demandas o recursos contra el Estado 
por actos legislativos. Después escucharemos las Cátedras, pero tal como vemos que se 
viene interpretando este proyecto de ley, esto va a generar problemas de aplicación. 


En ese sentido, la SIP ha hecho un seguimiento en América Latina de algunas leyes 
de estas características, por lo menos las que regulan los medios de comunicación; en el 
caso de Uruguay, sobre servicios de comunicación audiovisual y en otros países, quizás 
se vaya más allá. 


Sabemos además que en algunos otros países en los que se han impulsado leyes, 
que no digo sean similares, pero sí con características de regulación de medios de 
comunicación y contenidos, han tenido complicaciones jurídicas. Basta ver lo que pasa en 
algún país cercano y en algún otro al que ustedes han hecho referencia. En ese sentido, 
quisiera saber si ustedes ven que este proyecto de ley tiene algún tipo de amenaza en 
cuanto a generar inconsistencias jurídicas, ¡inseguridades y, eventualmente, 
empantanamiento a través de su aplicación en virtud de recursos, juicios y demandas. 
Inclusive, algunos han dicho que esto es violatorio de Tratados internacionales. Una 
empresa internacional radicada en Uruguay lo dijo directamente acá. Inclusive habló de 
un tribunal internacional. 


Quisiera saber si esta propuesta tiene similitudes con algunas disposiciones de la 
región. Me parece que tenemos que ver lo bueno y lo malo de la experiencia comparada. 
Mucho se ha dicho que esta iniciativa está inspirada en modelos de algunos otros países. 
Por eso, como ustedes tienen una visión más global, nos interesa habilitar que la 
expresen en el seno de esta Comisión. 


Por último, quiero expresar lo siguiente. Este proyecto de ley regula por lo menos 
una parte que tiene que ver con la televisión abierta y las radios. Aquí se habla de 
contenidos, horas de ficción, contenido de programación nacional, música nacional. Sin 
embargo, hay dos sectores -esto lo reitero y pido disculpas a los miembros de la 
Comisión porque es un tema recurrente- que son los que han tenido más crecimiento, 
que es la televisión por abonados -cable satelital- e Internet. En Uruguay hay un 65% o 
70% de hogares que están abonados y, obviamente, el crecimiento de los contenidos a 
través de Internet ha sido casi exponencial, sobre todo en los sectores más jóvenes. Esto 
queda afuera del proyecto. Hay que tener en cuenta que la regulación o hiperregulación 
en materia de contenidos para televisión abierta y radio no se aplica para los canales que 
lo que hacen es comprar señales internacionales, que son distribuidoras multinacionales 
que vienen con determinada programación, en horarios y con publicidad que no se puede 
regular. Esto queda afuera del ámbito de regulación de esta ley. 


Nos gustaría conocer su opinión al respecto. 
SEÑOR PAOLILLO.- Son muchas preguntas. 


En primer lugar, cabe decir que efectivamente el Uruguay está calificado así. Hay 
rankings de libertad de expresión y de prensa en el mundo que preparan anualmente 
diversas organizaciones como, por ejemplo, Reporteros sin Fronteras, que viene a ser 
algo así como la izquierda francesa y Freedom House, que sería la derecha republicana. 
En ambos ranking Uruguay está allá arriba. En Reporteros sin Fronteras, entre 179 


ls 


países, Uruguay ocupa el lugar 27, y en las Américas está únicamente debajo de Costa 
Rica y de Canadá, que ocupan los lugares 18 y 20, respectivamente. Está por encima de 
Estados Unidos -que ocupa el lugar 32- y de los que aparecen como los peores del 
continente, a saber, Venezuela en el lugar 117, Ecuador en el 119, Honduras en el 127, 
Colombia en el 129, México en el 153 y Cuba en el 171. 


Por su parte, Freedom House tiene 197 países monitoreados anualmente, donde 
solo 63 son considerados libres en materia de libertad de expresión, 70 parcialmente 
libres y 64 no libres; Uruguay figura -por suerte y para orgullo de todos nosotros- en la 
nómina de países libres, y ocupa el lugar 47, y en las Américas solo es superado por 
Barbados, Costa Rica, Jamaica y Estados Unidos, que ocupan el lugar 23, Bahamas el 
27, Canadá el 29 y Surinam el 40; no sé con qué parámetros mide esta organización. 
Muy por debajo de Uruguay, que ocupa el lugar 47, aparecen Brasil en el lugar 91, Bolivia 
y Panamá en el 94, Nicaragua en el 106, Argentina en el 109, Colombia en el 112, 
Guatemala en el 128, Ecuador, México y Paraguay en el 134, Honduras en el 140, 
Venezuela en el 168 y Cuba en el 191. Sin duda, Uruguay está "rankeado" muy 
positivamente en esta materia. 


Por otra parte, la jurisprudencia de la Corte no la constituyen declaraciones de la 
Corte Interamericana, sino sentencias, fallos. En la última década, la Corte 
Interamericana de Derechos Humanos, no la Comisión, dictó once sentencias que son 
señeras y marcaron avances sustantivos en la libertad de expresión en las Américas. 
Están basadas en una famosa expresión del filósofo John Stuart Mill, que en su libro 
"Sobre la libertad", dijo que si toda la humanidad menos una sola persona tuviera una 
misma opinión y esa única persona tuviera la opinión contraria, la humanidad no estaría 
más justificada en acallar a esa única persona de lo que estaría ella -si tuviera poder- en 
acallar a la humanidad. 


Como dijo el señor Diputado, efectivamente, la Corte dice que la libertad de 
expresión no es absoluta, porque la Convención Americana de Derechos Humanos 
establece en el segundo punto del Artículo 13 que la libertad de expresión puede ser 
legítimamente limitada. La Corte, analizando lo que establece la Convención, al fallar en 
un caso que involucró a una ley aprobada en Costa Rica, que la declaró inconstitucional y 
contraria a la Convención Americana de Derechos Humanas, dice textualmente: "[...] las 
garantías de la libertad de expresión contenidas en la Convención Americana fueron 
diseñadas para ser las más generosas y para reducir al mínimum las restricciones a la 
libre circulación de las ideas". Y agrega: "Un sistema de control al derecho de expresión 
en nombre de una supuesta garantía de la corrección y veracidad de la información que 
la sociedad recibe puede ser fuente de grandes abusos y, en el fondo, viola el derecho a 
la información que tiene esa misma sociedad". Hay más sentencias, pero no quiero 
aburrir a la Comisión; todo está en la documentación que entregamos y se puede leer 
después. Es decir, la jurisprudencia americana en la materia es muy clara. 


En cuanto a la publicidad, supongo que Audap y las gremiales de la publicidad 
habrán planteado sus puntos de vista. Por lo tanto, no vamos a opinar en los negocios de 
la publicidad, pero sí queremos decir algo con respecto a la publicidad dirigida a los 
niños, que constituye una de las partes importantes del proyecto. 


Según el proyecto, muchas cosas quedarían prohibidas en la publicidad sobre niños, 
por ejemplo, incitar directamente, mediante la publicidad, a los niños, niñas y 
adolescentes a la compra o arrendamiento de productos o servicios, aprovechando su 
inexperiencia o credulidad; animar directamente a los niños, niñas y adolescentes a que 
persuadan a sus padres o terceros para que compren productos o servicios publicitados; 
presentar la publicidad de una manera que se aproveche de la lealtad de niños, niñas y 
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adolescentes, o de su confianza; la aparición en la publicidad de productos de especial 
interés para niños y niñas de figuras, muñecas y similares que sean elementos 
importantes en programas infantiles; emitir mensajes publicitarios que puedan dar la 
impresión de que la posesión, uso o consumo de un producto concederá al niño, niña o 
adolescente ventajas físicas, sociales o psicológicas sobre otros o que no poseer, usar o 
consumirlo pueda tener el efecto opuesto; exhibir publicidad que esté concebida para 
proporcionar a niños, niñas y adolescentes la impresión de que la imposibilidad de 
poseer, usar o consumir un producto dado los hará menos privilegiados que a otros niños, 
niñas y adolescentes, o exponerlos al desprecio o al ridículo. 


Con respecto al negocio de la publicidad, creo que deben arreglarse las agencias; 
no nos interesa. Lo que sí nos interesa es que parte de estas prohibiciones podrían 
afectar potencialmente la libre expresión, y nos formulamos algunas preguntas. Por 
ejemplo, ¿quedaría prohibida la publicidad de alfajores, caramelos, chupetines, 
chocolates, etcétera, si fueran niños o adolescentes los que aparecieran en la publicidad? 
Si un adulto aparece lamiendo un chupetín o mordiendo un alfajor, ¿estaría permitido 
porque lo hace un adulto, aunque puedan verlo niños, niñas y adolescentes? ¿No habría 
más publicidad de muñecas o muñecos, cuya fama derive, precisamente, de programas 
infantiles? Por ejemplo, si Popeye fuera empleado en un aviso publicitario para promover 
una marca de espinaca, ¿estaría prohibido porque podría dar la impresión, como dice el 
proyecto, al niño o niña que su consumo le aparejará ventajas físicas? Recordemos que 
Popeye comía espinacas para ser más fuerte. Pero voy más allá. Las marcas de calzados 
deportivos, de computadoras personales, de celulares, ¿son consideradas publicidad 
para adultos? Sabemos que todo esto y mucho más hoy lo consumen los niños, hasta en 
las escuelas, y entonces habría que analizarlo. Hoy todos los niños tienen una 
computadora, gracias al Plan Ceibal; los que concurren a colegios privados sabemos que 
tienen computadoras en sus casas. Además, casi todos los adolescentes tienen 
celulares; en Uruguay hay mucho más celulares que personas. 


Por otra parte, ¿sería permitida la participación de niños o niñas en la publicidad del 
día de la madre y del día del padre? Por supuesto, esos días tienen un propósito 
comercial: que el padre o la madre reciban un regalo. ¿Los reguladores podrían llegar a 
determinar que la publicidad de productos para el día de la madre o del padre, como no 
los podría adquirir la totalidad de las familias, ha sido concebida para proporcionar a 
niños, niñas y adolescente la impresión de que la imposibilidad de poseer, usar o 
consumir un producto los hará menos privilegiados que a otros niños y adolescentes o los 
expondrá al desprecio público? ¿Cómo sabrá quien regule si determinado producto será 
consumido por todos o no? 


Además, en el proyecto no queda claro si quienes lo redactaron aspiran a que estas 
prohibiciones se apliquen también en las señales para abonados, que actualmente ven 
cientos de miles de adolescentes y niñas en todo Uruguay, con programaciones 
destinadas a ellos las veinticuatro horas; Discovery Kids, Nickelodeon, Disney Channel, 
Cartoon Network, son algunos ejemplos de señales donde existe publicidad para niños, 
que contravendría estas normas. ¿Cómo se regularía en estos casos o solo 
comprendería a canales uruguayos? Estas normas se contravendrían con las señales 
que llegan para el servicio por abonados. 


El señor Diputado preguntó si SIP se opone a la creación de un Consejo. 


Nosotros no nos oponemos a que exista una regulación porque esto se da en todas 
las partes del mundo. En la legislación comparada, usted puede ver que en Estados 
Unidos, en Inglaterra, en Francia, en países democráticos y libres, hay consejos de 
regulación sobre los medios audiovisuales. Sucede que esos consejos, para empezar, 
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tienen definidos con mucha claridad qué se puede limitar, algo que no ocurre en este 
proyecto de ley porque deja muchas cosas libradas a la subjetividad de los reguladores. 


En el caso de Inglaterra, los medios resolvieron autorregularse sin la intervención 
estatal y ellos deciden por sí mismos qué sale al aire; eso es legítimo. En Estados 
Unidos, esto es mucho más limitado porque la primera enmienda de su Constitución 
prohíbe al Congreso aprobar leyes que de alguna manera restrinjan la libertad de prensa 
o de expresión. 


Pero nuestra preocupación no es tanto sobre las películas, las cuestiones de ficción 
o la publicidad: a nosotros nos preocupa la libertad de expresión, sobre todo, en materia 
periodística. Como los noticieros están incluidos en el horario de protección al menor, hay 
que separar las cosas. Vean la foto de este diario: hay un tren hecho pedazos y se ven 
muertos; como esto no está regulado, se puede hacer. Ayer, este descarrilamiento fue 
una de las noticias más importantes del mundo. Imaginen esto en un noticiero de 
televisión, con audio y video. Se trata de un hecho violento, con consecuencias de 
muerte, como dice el proyecto de ley. Entonces ¿quedaría al arbitrio de los reguladores si 
esto se difunde o no? Esto debe ir. Si a mí me muestran una persona descuartizada, eso 
no está comprendido dentro de las buenas prácticas del periodismo; si me muestran una 
niña violada, eso ya está prohibido por la legislación vigente, y está bien. 


En cuanto a si esto tiene similitud con otras normas, debo decir que ninguna de las 
leyes a las que refiere el señor Diputado -especialmente la ecuatoriana, que está 
cuestionada por todo el mundo porque además regula los medios impresos, las leyes 
venezolanas y la ley argentina- tienen en ningún momento disposiciones garantistas 
como las que contiene este proyecto de ley que, por lo menos, son una decena. Si hay 
que hacer una comparación, gana Uruguay, aún aprobando este proyecto de ley tal como 
viene del Poder Ejecutivo. No es como las demás normas internacionales, aunque tiene 
parecidos en cuanto a una cuestión que no tratamos, es decir, lo referente a los 
monopolios y los oligopolios; yo estoy en contra de eso. En cuanto a las frecuencias, que 
sea transparente y que se licite, está bien. En esa parte, es parecido a la ley argentina, 
pero no así en los contenidos. En la norma argentina, venezolana ni ecuatoriana no 
existen tantas garantías como en nuestro caso. 


SEÑOR PEREIRA.- Agradecemos el material y lo repasaremos con más detalle 
porque hay aspectos a tener en cuenta. 


No sé a qué se refiere cuando usted habla de todo el mundo, pero no creo que la 
norma ecuatoriana esté cuestionada de esa forma. A veces, tenemos un problema de 
descontextualización de los procesos; no es lo mismo el proceso ecuatoriano que el 
nuestro. No es lo mismo la situación actual de los medios en Ecuador que la actual en 
Uruguay, y no es lo mismo el respeto de los medios uruguayos que el de los ecuatorianos 
con algunas instituciones. Quizás, para poder opinar se requiera de un análisis mucho 
más profundo. 


Con respecto a la posible restricción de la libertad de prensa o de expresión, como 
bien decía usted, en el Pacto de San José de Costa Rica están estipuladas las 
posibilidades de restricción en función de determinados intereses superiores que deben 
ser preservados. En tal sentido, Uruguay ya tiene ciertas restricciones que, la mayoría de 
los medios impresos -quizás todos- y muchos de los medios audiovisuales no respetan. 
Por ejemplo, me refiero al artículo 96 del Código de la Niñez y la Adolescencia que 
establece claramente que no se puede dar a conocer la identidad de los menores que 
entran en conflicto con la ley. Lamentablemente, en la prensa uruguaya se conoce la 
identidad, el apodo, el lugar donde viven y hasta croquis de sus casas. 
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Sin dudas -como usted decía en la presentación-, esto debe estar claramente 
definido y comparto que no se puede prestar a doble interpretación y cierta 
discrecionalidad al momento de aplicar la norma. De todos modos, creo que en nuestro 
país hace falta un control mucho mayor, de manera de hacer que se respete lo que está 
definido y las restricciones que el país entiende soberanamente que tiene que adoptar 
para que se preserven los derechos superiores. Quizás por ese lado tengamos algunos 
niveles de acuerdo. 


Por último, planteó en reiteradas oportunidades que tanto la SIP como usted 
personalmente está en contra de los monopolios y de los oligopolios, en la medida que 
restringen la libertad de expresión y la capacidad de los ciudadanos a acercarse a 
diferentes opiniones, más diversas y a la pluralidad que se da en el marco de la sociedad. 
Entonces, ¿la SIP tiene opinión sobre la pertinencia, conveniencia u oportunidad de que 
las limitaciones de titularidad de servicios establecidas en el artículo 44 del proyecto de 
ley puedan tener algún tipo de combinación con medios de prensa escrita? 


Creo que habrá muchos grupos económicos titulares de servicios. Se me ocurre que 
quien llegue al tope establecido no debería tener más de un medio escrito de circulación 
nacional o algún tipo de combinación en el caso de los medios del interior. ¿La SIP o 
ustedes tienen opinión sobre esto? 


SEÑOR PAOLILLO.- Obviamente, me excedí; no se trata de todo el mundo: el 
señor Correa y otras personas e instituciones están a favor de la ley ecuatoriana. Sin 
embargo, debo decir que el Relator de las Naciones Unidas para la Libertad de Opinión y 
Expresión, señor Frank La Rue, y que la Relatora Especial para la Libertad de Expresión 
de la OEA, señora Catalina Botero, han criticado duramente esa ley. Así lo ha hecho el 
Comité coordinador mundial; todos sus integrantes manifiestan que esa ley es restrictiva 
para el ejercicio de la libertad de expresión en Ecuador. 


En cuanto a la pregunta del señor Diputado sobre la posesión, las cantidades, 
quiero decir que he leído todo el proyecto y no encuentro reparos —por lo menos, graves- 
en cuanto a que se abra el espectro para que otras voces entren a jugar y a que haya 
limitaciones para evitar monopolios u oligopolios. El proyecto establece que no se podrá 
tener más de seis medios; esto está dentro de lo que nosotros creemos. Cuando se abre 
el espectro a otras veces, no se limita sino que se amplía la libertad de expresión. Se 
limita cuando las voces son pocas. O sea que en ese punto no tengo mucho para decir, 
salvo que está bien. 


La pregunta está referida a si se puede combinar la posesión de canales o radios 
con medios de prensa. La iniciativa excluye de la regulación a los medios de prensa. En 
el mundo entero, salvo en Ecuador, cualquiera puede poner un diario, un semanario u 
otra publicación de prensa sin pedir permiso al Estado. No es necesario que el Estado 
permita o no que exista un medio de prensa escrito 


Además, ahora esto se extiende a los sitios web, a los portales digitales. Tampoco 
hay que pedir permiso al Estado para tener un portal digital informativo o de cualquier tipo 
de contenido. 


Por lo tanto, no creo que deba haber una regulación en este sentido. Cualquiera 
puede tener un diario, incluyendo quienes tienen una radio o un canal de televisión. 


La prensa es distinta a los medios. La diferencia sustancial que tiene un diario, 
semanario, quincenario o mensuario es que no debe pedir permiso para existir. Sin 
embargo, aquellos que tienen un servicio que toma ondas del espectro radioeléctrico 
necesitan autorización del Estado y deben ser sometidos a consideración. 
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Si la pregunta está dirigida -lo digo para ser bien claros- a que algunos accionistas 
de Canal 12 son, además, accionistas del semanario "Búsqueda"... 


(Diálogos) 
——V oy a poner ese ejemplo. 


En el caso de "Búsqueda" -soy su Director; aclaro que soy empleado, no accionista-, 
tenemos un contrato laboral, que puedo traer y exhibir, por el cual los accionistas tienen 
prohibido meterse en los contenidos del semanario. Delegan en "especialistas" -entre 
comillas-, en periodistas, la confección del semanario. Todo lo que hacemos corre por 
nuestra cuenta. Por contrato laboral tienen prohibido llamar a periodistas para determinar 
que una nota salga sesgada para un lado u otro. Pueden echarme como Director, pero de 
ahí para abajo no pueden hacer nada, y si hacen algo, violan el contrato y tienen que 
indemnizar. A veces yo pienso: "Si violan el contrato una vez, agarro una cantidad de 
plata". Lo cierto es que el régimen en este caso es así. 


Por otra parte, "La Diaria" se presentó al llamado para la televisión digital, al igual 
que lo hizo "El País" a través de uno de sus accionistas; creo que no se presentó ningún 
otro medio escrito. También se presentó el señor Fasano, que tuvo un medio escrito. 
Creo que tienen derecho a hacerlo, porque son mundos separados, hasta por la propia 
naturaleza de los medios. Esa es la razón por la que existen organizaciones separadas. 
La SIP no admite socios que tengan necesidad de pedir permiso al Estado para existir 
-este es un principio básico- ; por eso no hay canales ni radios. En consecuencia, existe 
la Asociación Internacional de Radiodifusión -AIR-, que también estuvo aquí. Son 
organizaciones separadas por la naturaleza diferente de los medios que representan. 


La prensa debe ser un medio absolutamente libre. Cualquier ciudadano puede sacar 
con total libertad desde un panfleto o una hoja mimeografiada hasta un diario, porque no 
hay ninguna razón para que pida permiso al Estado para existir. Eso no ocurre en ningún 
país democrático del mundo y no debería ocurrir nunca. Esa es mi opinión. 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión les agradece su presencia 


La información que han brindado es realmente muy importante. El documento que 
han dejado lo vamos a analizar con el mismo espíritu que estudiamos todos los aportes, 
es decir, con la mayor apertura posible a los efectos de perfeccionar el proyecto en el que 
estamos trabajando. 


(Se retiran de Sala integrantes de la Sociedad Interamericana de Prensa) 


(Ingresa a Sala una delegación de la Asociación de Diarios y Periódicos del 
Uruguay) 


La Comisión de Industria, Energía y Minería tiene mucho gusto en recibir a una 
delegación de la Asociación de Diarios y Periódicos del Uruguay, integrada por el doctor 
Enrique Tarigo, el doctor Martín Aguirre Regules y el doctor Ricardo Peirano, a efectos de 
escuchar sus opiniones con relación al proyecto de ley de Servicios de Comunicación 
Audiovisual que estamos analizando. 


SEÑOR TARIGO.- En nombre de la Asociación de Diarios y Periódicos del Uruguay 
quiero agradecer esta oportunidad de plantear nuestro punto de vista acerca del proyecto 
de ley de Servicios de Comunicación Audiovisual. 


Nos resulta reconfortante que esta Comisión se abra a la más amplia participación 
social a la hora de intentar legislar sobre una materia que involucra aspectos tan 
complejos, tan llenos de matices y dificultades como lo es, sin duda, la comunicación, el 
derecho a la libre expresión y la libertad de prensa. Si bien como organismo que aglutina 
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a los principales medios escritos del país este proyecto no nos involucra en forma directa, 
celebramos que nuestro punto de vista sea considerado y lo valoramos como un 
reconocimiento a la trayectoria y al valor social y cultural que tiene en nuestro país la 
prensa escrita como formadora de opinión, ámbito de debate y sobre todo como principal 
generador de contenidos originales en materia de comunicación. 


En ese sentido, percibimos que pese a que el proyecto a estudio se refiere a 
servicios de comunicación audiovisual, su discusión implica necesariamente un debate 
sobre el rol de los medios de comunicación en general y de los principios trascendentes 
para la libertad de expresión que no nos pueden resultar ajenos, especialmente en 
tiempos en que los avances de la tecnología hacen que los límites entre las distintas 
formas de comunicación mediática sean cada vez más difusos y difíciles de constreñir a 
las rígidas definiciones tradicionales. 


Un primer abordaje del proyecto nos presenta aspectos que consideramos positivos, 
definiciones que resaltan la importancia desde el punto de vista social y cultural de tener 
un esquema de medios nacionales fuertes, amplios, competitivos y que representen una 
defensa de los principios y de los valores que consideramos inherentes a la sociedad 
uruguaya. También nos parece loable que se busque dotar de la más amplia 
transparencia, estabilidad y previsibilidad al sistema de concesión de ondas y espectros 
públicos que pertenecen en general a toda la humanidad y que cada Estado debe 
supervisar y proteger, y que se nos reconozca que más allá de los aspectos comerciales, 
los medios de comunicación realizan un aporte cultural fundamental, particularmente en 
un país pequeño y con un mercado reducido y frágil ante las escalas que dominan el 
mundo en esta materia. 


Resulta indudablemente compartible el reconocimiento que se hace en el proyecto a 
los principios como la libertad de expresión e información, la previsión de la censura 
previa, la independencia de los medios de comunicación y la libertad editorial absoluta. 
También la defensa del pluralismo y la producción de contenidos nacionales en esta 
materia. 


Ahora bien: más allá de todos los aspectos positivos, el proyecto tiene otras aristas 
que valoramos como poco claras, ambiguas y en algunos casos decididamente 
contradictorias, que nos generan dudas e inquietudes, que juzgamos importante expresar 
ante la Comisión. 


En carácter general podemos señalar que buena parte de los principios compartibles 
que manifiesta el proyecto de ley son preexistentes al mismo, y en muchos casos se 
encuentran ya debidamente tutelados por disposiciones legales y constitucionales. 


En ese sentido, generan algunas dudas la necesidad de replicar muchas 
disposiciones generales en un proyecto tan específico, lo cual provoca una inflación del 
articulado que a nuestro modo de ver conspira contra la técnica legislativa precisa y 
eficaz, tal como exigen los tiempos actuales. 


Un segundo aspecto general a comentar es que a lo largo del extenso articulado, 
sobre todo cuando se abordan aspectos como la publicidad y las restricciones en materia 
de horarios en relación con los menores de edad, el proyecto tiene un tono que 
podríamos calificar como en exceso paternalista, interventor y en temas que juzgamos 
deberían quedar a criterio y valoración de los individuos y las familias en particular. Un 
cierto exceso y desconfianza en la capacidad individual de valorar correctamente el 
mensaje que llega a través de los medios de comunicación puede ser el germen de una 
penetración exagerada de la autoridad estatal en ámbitos de exclusiva pertenencia 
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individual y familiar, algo que más allá de las indudables buenas intenciones del proyecto, 
habilitaría a situaciones complejas en el futuro. 


Ingresando en el aspecto particular del proyecto de ley, hay varios puntos sobre los 
que nos gustaría marcar una postura discordante sobre la efectividad y el realismo del 
articulado, puntos que entendemos tienen una potencialidad de generar situaciones 
negativas o peligrosas, que chocarían con el espíritu que parece desprenderse de él. 


Para empezar, se encuentra la difusa definición de situaciones que habilitaría a los 
organismos estatales, cuya creación se prevé en el proyecto, a imponer sanciones a los 
medios de comunicación audiovisual. Una de las claves en materia de derecho 
sancionatorio y punitivo es el principio de tipicidad. Esto implica que las situaciones que 
pueden llegar a conducir a la sanción deben estar precisa y claramente definidas de 
antemano por la ley, ya que las conductas para ameritar esa sanción deben encajar de 
forma perfecta en el tipo definido. Esta es la clave para dar previsibilidad y un marco de 
maniobra claro a los autores que se desempeñan en el esquema a regular. Por ejemplo, 
se habla en forma muy general de que los medios deberán defender aspectos como la 
diversidad, la igualdad, el carácter nacional y otra serie de principios que en general son 
compartibles pero cuya definición varía mucho de una persona a otra, y que pueden 
generar incertidumbre entre los operadores y abusos por parte de los funcionarios 
encargados de aplicar sanciones. Creemos que cuando se trata de regular algo tan 
importante como la libertad de expresión y cuando hay en juego cosas tan trascendentes 
como sanciones y la capacidad de revocar las licencias de los operadores, la ley no 
puede darse el lujo de dejar aspectos tan simples como estos, a criterio de un burócrata 
de turno. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Delgado) 


——-—Un segundo punto a destacar como cuestionable desde nuestro punto de vista 
es la integración de los nuevos organismos que crea la ley para supervisar la actividad de 
los medios de comunicación audiovisual. Consideramos que la integración de un 
organismo llamado a tener tanto peso como el Consejo de la Comunicación, que estaría 
integrado por cinco miembros de los cuales tres serían propuestos por el Poder Ejecutivo 
y deben contar con la venia de dos tercios del Senado y otros dos miembros electos 
directamente por simple designación del Poder Ejecutivo, plantea una situación de 
desbalance a favor del Gobierno de turno. Basta señalar que en un esquema político 
como el actual, con tres grandes partidos, no sería extraño que los integrantes del 
Consejo que serían elegidos con venia del Senado, representaran a cada uno de esos 
tres partidos, con lo cual, tomando en cuenta la designación directa de los otros dos 
miembros, quien ostente el Gobierno tendrá una mayoría automática en ese organismo 
tan trascendente. 


Como contracara, el otro organismo a constituir, que es la Comisión Honoraria de 
Servicios de Comunicación Audiovisual, que estaría integrada por catorce miembros y 
cuyas competencias serían también trascendentes, parece tener una conformación que 
conspira contra el funcionamiento eficaz y razonable. Además, se generan algunas 
interrogantes en cuanto al peso que se da a algunos sectores por encima de otros, como 
por ejemplo que las universidades privadas tengan en conjunto un solo representante, 
que es la misma cantidad que tendrán las organizaciones no gubernamentales que 
trabajan con temas relacionados, cuya existencia, requisitos e idoneidad no quedan para 
nada definidos. 


Este último tema se relaciona con otro aspecto polémico del proyecto. Se trata del 
amplio impulso que prevé a la denominada participación ciudadana, a la que se atribuye 
un papel preponderante en la legislación. Entendemos que este aspecto puede tener 
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aristas positivas, pero genera dudas en cuanto a quiénes serán los voceros autorizados 
de esa participación, cuáles serán los requisitos y las exigencias de idoneidad de estos 
grupos y por qué representarían en forma más eficiente al interés social que los 
legisladores electos por el pueblo en elecciones democráticas. La historia comparada 
revela casos preocupantes en los cuales estas organizaciones terminan siendo 
defensoras de pequeños grupos organizados con fines políticos o sectoriales que acaban 
teniendo una influencia desproporcionada en relación a su verdadera representatividad 
social. 


Otros dos aspectos del proyecto generan interrogantes en nuestra entidad y tienen 
que ver con la promoción de contenidos nacionales y restricciones en materia de 
publicidad, que incluso pueden llegar a ser contradictorios. Desconocemos si existen 
estudios fundados que habiliten a determinar exigencias tan grandes como las de cuotas 
de pantalla de productos nacionales, incluso en materia de ficción y si el mercado estaría 
en condiciones de cumplir esta exigencia en forma medianamente razonable. En ese 
sentido, en momentos en que el mercado televisivo parece mostrar un significativo 
encogimiento, nos preguntamos si esas exigencias no conspiran contras las empresas 
nacionales que deben competir en un mercado complejo con señales extranjeras que no 
tienen obligaciones tan onerosas. A esto se agrega que las restricciones en materia de 
publicidad comercial, horarios y obligaciones de suministrar publicidad en forma gratuita a 
determinados eventos y circunstancias, genera un panorama de incertidumbre notoria 
sobre la capacidad de la competencia de las empresas nacionales frente a las 
extranjeras. Esto puede jugar en contra del espíritu que el proyecto afirma tener. 


Otro tema a señalar como polémico es la consagración de la cláusula de conciencia 
que se hace en el artículo 41 del proyecto. La definición que se hace de este instrumento 
resulta escueta, vaga e imprecisa. A diferencia de otras profesiones, el ejercicio liberal 
implica mayores libertades en la práctica laboral y el periodismo y la comunicación se 
realizan en el marco de esquemas de jerarquía y responsabilidad estrictos y razonables. 
En ese sentido, parece obvio que quienes asumen la responsabilidad ante la sociedad y 
los organismos de contralor públicos, deben tener una capacidad de dirección y 
supervisión de los contenidos por los cuales deben responder, que esa definición, como 
está planteada, puede confundir y enturbiar. 


Para concluir, creemos que el proyecto a estudio de esta Comisión tiene aspectos 
positivos, pero alertamos que coexisten elementos preocupantes que deberían ser 
corregidos para evitar situaciones de grave afectación de los principios que el proyecto 
dice defender. Creemos que hay muchas situaciones que quedan reguladas en forma 
muy laxa, que deja demasiado espacio a criterio de los individuos que actúen en cargos 
de regulación. Asimismo, nos parece que genera exigencias que resultan desmedidas 
para la realidad del mercado nacional y que en otros aspectos resulta interventor en 
exceso en ambientes de estricta competencia individual y empresarial. 


Esperamos que la discusión parlamentaria ayude a resolver todos estos aspectos en 
forma saludable para que el país pueda contar con un esquema de medios nacionales 
fuertes y potentes que puedan cumplir con su rol de defender el sistema de valores 
culturales y sociales que constituyen la esencia de nuestro ser nacional. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El proyecto de ley no involucra a la prensa escrita, sino a 
los medios de comunicación audiovisual. Sin embargo, por la relevancia de la Asociación 
de Diarios y Periódicos del Uruguay y por ser formadores de opinión en este tema, nos 
parece muy importante la opinión de la delegación porque, entre otras cosas el proyecto 
hace referencia a determinadas garantías y limitaciones -el proyecto tiene la ambivalencia 
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de hablar de garantías y además limita algunos de los preceptos que garantiza- y esto 
tiene que ver con la acción periodística. 


Recién recibimos a los integrantes de la Sociedad Interamericana de Prensa y se 
hizo referencia a que actualmente Uruguay ocupa un sitial de privilegio en cuanto a la 
libertad de expresión en América. En ese sentido, tomamos conocimiento de algunos 
ranking y de sentencias de la Corte Interamericana, que establecen que en casos en que 
se limite la libertad de expresión deben existir tres condicionantes: ser claro, preciso y 
excepcional. 


Varias dudas que tenemos tienen que ver con la discrecionalidad, no solo en el 
balance, en la integración y la forma de designación de los organismos que tienen que 
definir si determinados contenidos están o no acordes con el articulado de este proyecto 
de ley, sino eventualmente sancionar y hasta revocar el límite máximo de una sanción por 
una acumulación de sanciones de determinada frecuencia. 


Recién hablábamos con la SIP y creo que es un tema también trasladable a 
ustedes, que debemos ahondar en uno de los temas a mi juicio más controversiales del 
proyecto de ley que es la independencia del Consejo y las competencias y la forma de 
redacción de algunas disposiciones del proyecto en cuanto a tener un nivel de 
discrecionalidad con respecto a si determinado contenido es inclusivo, sesgado, 
igualitario o no. Esa discrecionalidad de las personas, por más idóneas que sean, 
siempre termina teniendo consecuencias para bien o mal, en un sentido o en otro, sobre 
los medios de comunicación audiovisual. 


El segundo tema que quiero plantear tiene que ver con que este proyecto deja fuera 
de su regulación a dos sectores que son los que más han crecido en comunicación 
audiovisual, como son internet y la televisión por abonados, donde se emiten señales 
internacionales que no están reguladas en el horario ni en la publicidad, pero compiten 
con la publicidad nacional, que sí va a estar regulada por esta iniciativa y en forma 
exhaustiva. 


Asimismo, quisiera conocer su opinión sobre si este proyecto de ley, tal como está 
redactado, podría constituir una amenaza en cuanto a limitar la libertad de expresión o de 
información. Lo pongo en condicional porque no es decisión de nadie, pero después de 
que hay una ley, hay que mantenerse dentro de su marco regulatorio; tanto es así que 
respecto a los códigos de ética que promueven en los medios de comunicación se dice 
que cada uno deberá hacer el suyo, pero que deben estar enmarcados dentro de los 
contenidos de la ley. 


(Ocupa la Presidencia el señor Representante Varela Nestier) 


SEÑOR PEIRANO.- Como dijo el doctor Tarigo en la exposición que preparamos, 
los medios de prensa escrita no estamos directamente involucrados en esto, pero puedo 
decir que cada vez las fronteras entre los medios son más difusas. Los diarios van 
haciendo crecer sus páginas de internet y claramente el futuro va marcando que este va a 
ser el medio de comunicación. Más allá de estar de acuerdo con este proyecto de ley, 
muchas veces me he puesto a pensar si no estará llegando demasiado tarde para la 
evolución tecnológica que está experimentando el mundo en estos momentos. 


Voy a contar una anécdota que ilustra lo que acabo de decir. Hace unos días, 
estaba en la caja de un supermercado y una cajera le comentó a otra: "¿Viste qué buena 
película que vi ayer en Netflix?". En un nivel que no es socioeconómicamente elevado o 
que supuestamente no tiene acceso a altas tecnologías, ya tienen el acceso a Netflix por 
US$ 8 mensuales y pueden ver todas las películas que quieren con gran facilidad. Esto 
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ya es moneda corriente; en Uruguay debe haber alrededor de 20.000 afiliados a Netflix, y 
obviamente, todo esto va a crecer como espuma de cerveza. 


En ese sentido, me parece bien que internet quede fuera de este proyecto de ley 
porque es claramente irregulable, está basado en el principio de la libertad. El único país 
que ha podido trancarlo, con un gran esfuerzo y gracias al tamaño del mercado interno, 
es China. Si Google va a China, debe adaptarse a las normas del gobierno chino, pero si 
viene a Uruguay no se va a adaptar a nuestras normas, y lo mismo sucede en Argentina, 
Brasil o cualquiera de estos países, por el tamaño del mercado. De todas maneras, 
gracias a los avances tecnológicos, internet va a ir escapando cada vez más a estas 
regulaciones y hasta China, dentro de diez o veinte años, va a estar mucho más abierta 
de lo que está hoy. 


Por eso, me parece que esta ley llega un poco tarde para regular cosas que sí son 
razonables, como la concesión de licencias, que en todos los países del mundo tienen 
unas condiciones -un plazo, un canon, condiciones de renovación, de programación: se 
presentan proyectos, hay una licitación-, pero aquí no se han establecido, por la forma en 
que se fueron otorgando las licencias. Esto es positivo, pero con la velocidad de cambio 
de las tecnologías, quedará obsoleto en cinco años. Inclusive, ahora estamos hablando 
de otorgar las señales de televisión digital terrestre y me parece que es usar espacio 
radioeléctrico en forma poco eficiente; quizás sería mucho más útil expandir y usar más 
licencias 4G para otorgar a otros operadores o a la propia Antel y facilitar las 
comunicaciones. 


Respecto al primer punto que señaló el señor Diputado, debo decir que me 
preocupa especialmente la vaguedad de muchas de las limitaciones que establece el 
proyecto. En principio, expresa una gran cosa en materia de definición de libertades, de 
garantías, y poco después empieza a entrar, artículo por artículo, en limitaciones que son 
demasiado vagas y difusas. Si yo fuera un radiodifusor, ¿podría pasar "Caperucita roja" 
en el horario de protección al menor? No sé; supuestamente, sí, pero el lobo se come a la 
abuela y es un acto de violencia que puede afectar al niño. Entonces, ante la duda, no lo 
pasaría, para que no me pusieran una sanción. En ese horario, ¿los canales de televisión 
podrían cubrir atentados como los del 11 de setiembre, los problemas que ocurren en 
Siria o las protestas que acontecen en Egipto? Porque, a veces, la violencia se da en el 
desarrollo de los acontecimientos y algo que comienza como una manifestación pacífica, 
acaba en una masacre. ¿Se podría cubrir en el horario de protección al menor el 
accidente de tren que aconteció ayer en Galicia, donde murieron alrededor de setenta 
personas o más? ¿Hay que esperar hasta las diez de la noche para mostrar eso en las 
pantallas? 


Por eso me preocupa la vaguedad con la que se legisla y que hechos que 
claramente tienen que estar en la agenda de la gente y que deben conocerse no se 
transmitan porque el "broadcaster" tenga la duda de si está infringiendo la ley al transmitir 
en directo alguna señal internacional que cubra algún atentado como los del 11 de 
setiembre. Sin perjuicio de esto, con la penetración que tiene el cable, hoy cualquier 
televidente puede hacer uso del "zapping" y, si no puede ver algo en directo en los 
canales nacionales, pondrá la BBC, la CNN o la señal que sea, o prenderá la 
computadora y entrará a las páginas web de esos canales. 


Por eso digo que esta ley llega tarde en su concepto general. 


En algunos puntos concretos, creo que es razonable cómo se asignan las 
frecuencias, porque pertenecen al espectro radioeléctrico nacional, son propiedad del 
Estado y este tiene que asignarlas, dar condiciones, poner plazos, exigir un proyecto, un 
canon, pero todas las otras regulaciones me parece que invaden demasiado la autonomía 
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de los medios, desconfían de la libertad individual de las personas y desconocen el 
cambio tecnológico impresionante que se está produciendo. Les recomiendo un libro 
digital que acaba de salir, realizado por un profesor de periodismo de la Universidad de 
Chile, llamado "El Tsunami Digital". Es impresionante lo que está ocurriendo, inclusive a 
nivel de las redes sociales. Vemos que se convocan manifestaciones por redes sociales y 
es algo absolutamente incontrolable. 


Por último, en términos de códigos de ética, me parece que también allí hay 
restricciones a la forma de operar que no son razonables y que pueden limitar el ejercicio 
de la libertad de expresión. También en esto hay mucha vaguedad; hay que ver cuál 
puede ser el código de ética que cada empresa realice, si es aprobado por estos 
consejos u organismos de contralor. En principio, yo soy partidario de que cada medio 
tenga sus normas de ética -que obviamente las tienen por defecto- y, si no las tienen, 
entonces, todo es válido. Creo que apostar más a la responsabilidad y al diálogo tiene 
mucho más eficacia que apostar a normas específicas que regulen, más allá de los 
lineamientos generales que existen cuando, por ejemplo, sale una película al mercado 
que está clasificada como apta para mayores o menores, mucha violencia o poca 
violencia. Pero, luego, el que decide verla es el individuo y no hay manera de restringir 
esa libertad. 


SEÑOR AGUIRRE.- Iba a hacer algún comentario acerca de la integración de los 
organismos y a su pertenencia al Poder Ejecutivo, pero ya se ha dicho que el proyecto 
podría tener alguna modificación en ese sentido. 


Más allá de que el proyecto de ley no nos involucra directamente, veo que hay una 
tendencia a que los ámbitos de regulación de los medios pasen a ser parte de 
organismos administrativos en lugar de ser parte del Poder Judicial, como ha sido hasta 
ahora. En Uruguay, la sanción a posteriori de las eventuales infracciones que puedan 
cometer los medios siempre ha estado en la órbita del Poder Judicial, y hasta ahora no ha 
generado una situación de libertinaje, ni nada que se le parezca, en materia de medios. 
Entonces, no queda muy claro por qué -más allá de que en el caso de los servicios 
audiovisuales por ser ondas públicas tendrían más razón de ser- se traslada la órbita de 
sanción y regulación desde el Poder Judicial al Poder Ejecutivo. Considero que eso da 
menos garantías a los operadores. 


Por otra parte, me parece interesante la cláusula de conciencia, que está en muchos 
códigos de ética y en varias legislaciones actuales. Quiero señalar que en las empresas 
de información hay una cuestión importante a tener en cuenta que es el principio de 
jerarquía. Un profesional universitario que se desenvuelve en el periodismo, por más que 
tenga una formación terciaria y determinado bagaje de preparación intelectual propio, en 
el fondo se mueve en un esquema de jerarquía, por el cual sus jerarcas son los 
responsables ante el Poder Judicial y los organismos administrativos de lo que allí surge. 
Entonces, a veces puede parecer que la inclusión de una cláusula de conciencia 
demasiado exacerbada puede generar cierto ruido en cuanto a la escala jerárquica en la 
interna de un medio. Repito, es un tema que se nota más en los medios escritos que en 
los medios audiovisuales. 


SEÑOR BATTISTONI.- Antes que nada, quiero darles las gracias por la 
presentación. Han hecho una descripción muy clara de las amenazas que puede llegar a 
tener la aplicación del proyecto de ley. 


Obviamente, la prensa escrita, como medio de comunicación, no es igual a la 
audiovisual, que es acotada, finita y el Estado tiene que ser árbitro de su uso. Por lo 
tanto, la libertad de expresión, con respecto a algo que está acotado para repartir, tiene 
determinadas condicionantes. Creo que formalmente esto está bien estipulado en este 
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proyecto de ley. Sin embargo, puedo entender que los criterios -varias delegaciones ya lo 
han dicho- por los cuales serían juzgados los contenidos, especialmente en cuanto a la 
protección al menor, pueden ser vagos. Ahora bien, hay una serie de tribunales -algunos 
con mayores potestades que otros- y Comisiones consultoras que están integrados por 
un grupo de gente que intenta -por lo menos, ese es el espíritu del proyecto de ley- ser lo 
más amplia y representativa posible de la sociedad. Estoy convencido de que cuestiones 
como violencia o truculencia pueden ser vagos, pero una suma de interpretaciones o de 
subjetividades puede llegar a ser considerada de forma objetiva al valorar determinado 
hecho. Estoy absolutamente convencido de eso. En física y en química cuando hay 
cuestiones que son muy subjetivas, como la percepción de los olores, no hay más 
remedio que hacer un muestreo de lo que interpreta la gente acerca de un perfume, un 
gusto, un sabor, etcétera, si es agradable o no. En cuanto al tema de la vaguedad o la 
imprecisión de algunos términos, que preocupa tanto, considero que está bien 
entregárselo a tribunales establecidos en el proyecto de ley. Por supuesto, estoy dando 
mi opinión. Por lo tanto, solicito a ustedes que nos aporten de qué manera esos 
tribunales, la Comisión Asesora o la Comisión de Comunicación Audiovisual estarían 
mejor conformados para asegurar ese tipo de independencia y no caer -como a veces 
caen algunos organismos que deben juzgar- en asuntos burocráticos; es decir que se 
transformen en una rutina, como ya se dijo. 


SEÑOR PEIRANO.- Creo que una de las cosas que se puede hacer en ese sentido 
es, por ejemplo, distinguir lo que es ficción de lo que no lo es. 


Hace un momento puse el ejemplo de la emisión de "Caperucita Roja" y de los 
atentados ocurridos el 11 de setiembre de 2001. En ese sentido, creo que todos 
coincidimos en que no se puede prohibir a un canal de televisión hacer la cobertura de un 
hecho como el del 11 de setiembre. Además, aunque esa información pueda afectar a los 
niños, es bueno que ellos sepan que se produjo un atentando de esa magnitud, como así 
también que en Siria o Egipto hay guerras y graves problemas. 


Una de mis preocupaciones, tal como dijo el doctor Aguirre, refiere a que los 
organismos son demasiado políticos. Lo que más me preocupa es que con el afán de 
contar con la representatividad de todos los grupos sociales, ciertos grupos, que 
representan a pequeños colectivos, tengan un peso extremadamente grande en ese 
Consejo consultivo. 


Algo que me parece fundamental es despolitizar -en la medida de lo posible- ambos 
Consejos, sobre todo el Consejo político. Creo que la Ursec, en las diversas etapas que 
atravesó desde su nacimiento -hace diez o quince años, cuando se desgajó del Ministerio 
de Defensa Nacional y se creó como una unidad independiente-, tuvo actitudes en las 
que claramente estuvo sujeta al Poder Judicial; las resoluciones de la Ursec estaban 
sujetas a apelaciones del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, que muchas veces 
las confirmaba y otras las revocaba. Por tanto, creo que para los medios, el hecho de que 
un órgano judicial sea la última autoridad en ese aspecto, puede constituir una garantía. 


Por otra parte, me parece importante disociar el período de funcionamiento de un 
determinado elenco directivo del Consejo de Comunicación Audiovisual, a los efectos de 
que no coincida con el inicio de un Gobierno. Por ejemplo, los integrantes del Consejo 
podrían ocupar los cargos durante ocho años, y ser renovados durante otro Gobierno. 
Esto, sin duda, fortalecerá la independencia del organismo, aunque en su origen tenga 
una mayoría política debido a que estará integrado por dos representantes del Poder 
Ejecutivo. De todos modos, en el futuro eso se irá modificando de acuerdo a otras 
circunstancias, que no serán las mismas en cada Administración que comienza. De esta 
manera, se tendrá más autoridad en la fijación de las normas, lo que evitará la excesiva 
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politización de las decisiones que tome este Consejo que, obviamente, serán las más 
importantes. 


Por lo tanto, me parece que este puede ser un elemento importante que puede dar 
más garantías a la hora de que los medios sepan con qué reglas moverse. 


Por otra parte, el señor Diputado Battistoni hizo referencia a la dificultad existente 
para determinar qué es violencia o truculencia. Por supuesto, el sentido común ayuda, 
pero también deberían establecerse determinados parámetros. Por ejemplo, se podría 
decir que las cuestiones informativas no entran en el horario de protección al menor o que 
están limitadas entre tal hora y tal otra hora. Por tanto, creo que podría delimitarse con 
más garantías lo que realmente se quiere proteger. 


Asimismo, hay que hacer hincapié en el hecho de que en el ámbito familiar o en el 
que los niños miran la televisión, o se exponen al medio audiovisual, se ejerza el control 
parental correspondiente, que es lo que se sugiere en muchos países; de hecho, en la 
pantalla aparece la frase "control parental", inclusive, para que los niños y los padres 
estén al tanto del contenido que se emitirá. 


Por lo tanto, creo que también se debería actuar en ese sentido, ya que aunque hay 
situaciones que todos consideramos truculentas, con respecto a otras podríamos debatir 
toda la tarde y dudar si se deben emitir o no. Esto también puede ocurrirle a quien tenga 
que tomar la decisión de emitir tal o cual material, y ante la duda lo más probable es que 
se abstenga de hacerlo para no correr el riesgo de recibir una sanción o una revocación 
de la licencia. Por eso, me parece importante que haya un órgano de alzada judicial que 
otorgue las garantías necesarias para que pueda gestionarse un recurso de revocación 
cuando sea preciso. 


SEÑOR AGUIRRE.- En ocasiones estos temas más bien abstractos quedan un 
poco difusos, pero voy a poner un caso puntual. 


Hace aproximadamente una semana, en un suplemento empresarial que sale con el 
diario "El País" se puso un título bastante provocativo, que decía: "A las caras bonitas 
también se les ocurren buenas ideas". Se trataba de una nota a mujeres jóvenes que 
trabajan en publicidad y ocupan cargos de importancia. Entonces, inmediatamente se 
generó un debate extremadamente ácido en las redes sociales; en realidad, más que 
debate fue una crítica descarnada hacia el producto, realizada por un grupo de mujeres 
organizadas en torno a un colectivo feminista, el cual ya concurrió a esta Comisión. En 
realidad, los comentarios realizados tenían un nivel de virulencia extremo, ya que 
señalaban que esa expresión era discriminatoria, que invisibilizaba y estigmatizaba a la 
mujer. 


Entonces, me puse en contacto con esas personas y les dije que la encargada del 
suplemento es una mujer profesional de 30 años, que no tenía ninguna razón para 
generar esa situación. Con esto quiero decir que valorar cuestiones tan subjetivas, como 
qué es discriminar o estigmatizar, en ocasiones, es algo muy difuso, sobre todo en una 
sociedad en donde cada vez más se generan esquemas de negociación corporativa y los 
grupos pequeños tienen más posibilidades de hacerse oír o tener una presencia fuerte en 
base a una agenda determinada e intereses precisos. Por lo tanto, lo que puede llegar a 
suceder es que el material, que debería ser juzgado por el consumidor o el usuario 
cuando está frente a la televisión o el diario -con su selección estará marcando una 
postura-, va a quedar en manos de estos grupos, que son muy activos y tienen una 
presencia fuerte, a veces desproporcionada en relación a su representatividad social. En 
realidad, creo que de esta forma terminaremos generando esquemas demasiado rígidos 
en los que trabajar. Digo esto porque si tenemos que preocuparnos, por ejemplo, de que 
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el título del suplemento deje contento o los ocho, diez o quince grupos que tienen 
representación, terminaremos haciendo algo que será absolutamente anodino y contrario 
a la función de un medio. 


SEÑOR TARIGO.- Quisiera decir que debería haber excusado al Presidente de la 
Asociación, quien no pudo concurrir porque se encuentra de viaje. 


Por otro lado, quisiera hacer dos comentarios, como un simple ciudadano. 


En primer lugar, debo decir que el proyecto de ley es muy minucioso, inclusive, 
cuando refiere a las transmisiones deportivas, dado que establece que determinados 
partidos -que vemos con demasiada pasión- deberán ser transmitidos por todos los 
canales. En ese sentido, quisiera sugerir que una de las señales careciera de relator y 
comentarista, y que solo tuviera sonido ambiente, como si el espectador estuviera 
sentado en la vieja Olímpica; sin duda, eso sería beneficioso. 


Por otra parte, ya que es tan meticulosa la ley, también como ciudadano digo que 
me gustaría que se hiciera hincapié en alguna frase de protección al buen uso del idioma 
español. Todos tenemos nuestra forma de hablar, pero entiendo que sería bueno incluir 
algo al respecto. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Muchas gracias por su sugerencia. 


Este espacio está abierto para seguir relacionándonos en función de este tema y 
recibir todos los aportes que consideren importantes a efectos de ayudarnos en el trabajo 
que estamos realizando. 


(Se retira de Sala la delegación de la Asociación de Diarios y Periódicos del 
Uruguay) 


(Ingresan a Sala integrantes de la televisión abierta del interior) 


———Tenemos el gusto de recibir a la señora Carmen Gelpi -de Salto- y a los señores 
Eliseo Roux -de Paysandú-, Carlos Falco -de Minas-, Julio de la Paz -de Artigas- y Ariel 
Pereira -de Rivera-, integrantes de la televisión abierta del interior, quienes concurren 
acompañados por la asesora, doctora Ana Silva. 


Agradecemos muchísimo su presencia en la Comisión a los efectos de colaborar en 
el trabajo que estamos realizando en el análisis del proyecto de ley de Servicios de 
Comunicación Audiovisual. 


SEÑORA GELPI.- Me desempeño en el Canal 8, Televisora Salto Grande y vendría 
a ser la Presidenta de la televisión abierta del interior. Agradecemos que nos hayan 
invitado para dar nuestro punto de vista sobre el proyecto de ley que está a estudio de la 
Comisión. Este es un tema que nos interesa muchísimo y que nos afecta. Por eso vino 
una delegación de diferentes puntos del país. 


Como se sabe, los medios de comunicación -sobre todo la televisión abierta- 
cumplen una función relevante para la sociedad. Hoy estamos aquí para exponer la 
situación de la televisión abierta del interior. 


Hay una cantidad de artículos de este proyecto con los que no estamos de acuerdo, 
pero esa exposición se la dejamos a Andebu, que ha estado preparando informes muy 
bien fundados. Nosotros venimos a hablarles de la realidad y la verdadera historia de los 
medios del interior, porque parecería que no se está viendo lo que allí sucede. 


Los medios de comunicación, sobre todo los del interior, cumplen una función muy 
importante de bien público y juegan un rol importante en las sociedades democráticas. 
Los medios funcionan libremente, sin ninguna presión. No nos queda muy claro el motivo 
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del cambio en la regulación, ya que durante años no ha habido problemas. Todos hemos 
sido respetuosos, tanto los Gobiernos como los medios. Entonces, nos preguntamos si es 
necesario dictar una ley con 180 artículos. ¿Por qué cambiar algo que funciona bien? 
¿Hacemos mal las cosas? ¿Es necesario proteger a la población, poniendo más 
organismos de control a los medios? 


Las ciudades del interior tienen una gran cantidad de medios entre radio y televisión, 
sean públicos, privados o comunitarios, ilegales o permitidos. Esto hace que el Uruguay 
sea reconocido como un país que garantiza la libertad de expresión. 


Este es un proyecto muy ambicioso que toca varios puntos importantes, pero 
parecería que quien lo redactó no conoce mucho la realidad del interior. 


Con respecto a la generación de contenidos, debemos tener en cuenta la escala del 
mercado del interior y su capacidad para producir contenidos de calidad y volumen. Hay 
muchas dificultades para la realización de programas. Creemos que debería haber 
incentivos para hacer viable esa realización y otorgar beneficios fiscales a los medios que 
produzcan localmente. Habría que ver de qué forma se unen el Fondo de Promoción del 
Sector de Comunicación Audiovisual y los medios con el fin de promover y fomentar el 
desarrollo de la industria audiovisual. 


La ley parte de la base de que los medios del interior están llenos de dinero, que 
pueden pagar costos de licencias, el precio por los derechos de uso del espectro y, 
además, realizar y pagar producción local. Pero esto es absolutamente inviable para el 
interior. 


A su vez, creemos que es injustificada la modificación del tiempo de las tandas, ya 
que se vería reducido el tiempo de nuestra única fuente de ingresos, que es la 
comercialización de publicidad. 


SEÑORA SILVA.- Más allá de que el proyecto de ley contiene diversas soluciones 
que contrarían la Constitución de la República y recomendaciones y normas de rango 
internacional -por lo que, en definitiva, lesiona derechos fundamentales, como ser la 
libertad de expresión, de industria, de propiedad, entre otros-, resulta inaplicable por 
razones que tienen que ver con la realidad del interior. 


Es innegable la estrecha vinculación de los medios de comunicación con la libertad 
de expresión e información, pues facilitan la libre circulación de ideas y pensamientos. 
Por lo tanto, al momento de aprobar normas que regulan la actividad de los medios, se 
debe ser especialmente cuidadoso y tener presente que se estará regulando 
inevitablemente el derecho a la libertad de expresión e información del que gozan todos 
los ciudadanos. 


Al comprender esa vinculación entre la libertad de expresión y los medios para 
difundir las diversas formas de pensamiento, históricamente nuestro país ha tendido a 
regular en forma minimalista, apuntando solo a los aspectos técnicos necesarios para una 
convivencia y funcionamiento armónicos de los distintos servicios radiofónicos. Ese fue el 
sentido que tuvo históricamente la legislación, y funcionó. 


La forma en que este proyecto aborda la regulación de los medios -tan detallada, 
minuciosa, reglamentarista, generando una regulación directa de los contenidos, 
responsabilidades, obligaciones, sanciones, a nuestro entender, restringe 
injustificamente la actividad de los medios, además de afectar ineludiblemente la libertad 
de expresión y de información de todos los uruguayos. 


A nuestro juicio, este proyecto invierte el principio de libertad consagrado en el 
inciso segundo del artículo 10 de nuestra Carta Magna -que establece que todos 
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podemos hacer lo que no esté prohibido-, pasando claramente a ser la excepción, lo que 
resulta contrario a los postulados consagrados en nuestra Constitución y en normas de 
rango internacional. 


No se regulan -y resulta llamativo- los servicios de comunicación que utilizan como 
plataforma la red de Internet, cuyos contenidos en general son impulsados por empresas 
radicadas en el exterior. Al no regular los contenidos audiovisuales de origen extranjero, 
se genera una inequidad con respecto a los operadores nacionales. 


Otro aspecto de mucha importancia para el sector es que el artículo 15 -que 
compartimos totalmente-, que establece: [...] Las presiones directas o indirectas ejercidas 
sobre los comunicadores son incompatibles con la libertad de expresión, así como la 
utilización del poder y los recursos económicos del Estado, con el objetivo de presionar, 
castigar, premiar o privilegiar [...]" a determinados medios, en función de su línea 
informativa. La disposición no podría ser más compartida, pero llama la atención que en 
más de 180 artículos de este proyecto que procura la regulación global del sector no haya 
ninguno que refiera a algo fundamental para el funcionamiento, desarrollo y autonomía de 
los medios de comunicación: la regulación de la contratación publicitaria del Estado. Por 
lo tanto, el artículo 15 se transformaría en una norma programática, carente de 
efectividad, ya que consagra un principio que todos valoramos, pero no regula la 
administración de la publicidad del Estado. 


También coincidimos -no podría ser de otra manera- con la necesidad de promover 
la producción audiovisual nacional, prevista en los artículos 51 y siguientes, pero no con 
la forma de implementarla: con imposiciones, obligaciones, restricciones y limitaciones 
injustificadas y no compensadas al derecho de propiedad. Existen soluciones que, más 
allá de que sean cuestionables jurídicamente, no son viables en la práctica en el interior 
-por ejemplo, la producción de ficción- por sus costos, el establecimiento de porcentajes 
fijos -60% de producción de contenido nacional, inclusive, pudiéndose ampliar-, la 
obligación de contratar con productoras independientes -30% y 60%-, la determinación de 
horarios para emitir cierta programación, además de la obligación de poner subtítulos y 
transcripción con lenguaje de señas. 


Por otra parte, se establece la obligación de ceder quince minutos diarios 
gratuitamente para campañas de bien público. Me importa detenerme especialmente en 
este aspecto, porque las empresas de televisión abierta en el interior permanentemente 
realizan campañas de bien público en forma voluntaria, pero no consentimos que se 
imponga una obligación de trasmitir en forma gratuita diariamente estas campañas. 


Otro aspecto que afecta mucho la sustentabilidad de los medios y su continuidad 
tiene que ver con la restricción de publicidad por hora emitida, que pasa de veinte 
minutos -como se estableció históricamente- a quince. Asimismo, la obligación de ceder 
minutos de publicidad a los partidos políticos también afectaría mucho los ingresos de los 
medios. 


Por otra parte, la limitación de acceso a los familiares -hijos, hermanos, etcétera- no 
se justifica. 


En definitiva, queremos trasmitir la realidad que vive el interior. Se trata de 
emprendimientos -la mayoría familiares- con escasa dotación de personal, con limitadas 
posibilidades por el mercado en que actúan, por la población de las localidades donde se 
ubican y por la competencia, a saber, Internet, prensa, radio, televisión para abonados, 
medios comerciales, comunitarios, etcétera. 
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La regulación de contenidos que plantea el proyecto, así como la limitación de los 
minutos de publicidad, impone obligaciones que será imposible cumplir y, por otro, afecta 
la sustentabilidad de los medios. 


Las sanciones que se prevén, que podrían llegar a US$ 1:500.000, claramente no 
tuvieron en cuenta la realidad del interior. Actualmente, la situación de estas empresas es 
crítica, ya que deben enfrentar muchos cambios y nuevos costos que no se reembolsan y 
se trasladan al valor de la publicidad que comercializan, que es su ingreso principal. Hace 
años que deben enfrentar aumentos salariales desmedidos, producto de decretos 
dictados por el Poder Ejecutivo, ya que no se pudo llegar a acuerdos. Se ha pretendido 
equiparar la situación de las empresas del interior -que tienen una dotación que 
promedialmente no supera las diez personas- con las de Montevideo, con más de 
doscientos empleados. La pretensión de los Consejos de Salarios fue equiparar porque 
se entiende que tienen las mismas posibilidades. 


Por otra parte, si bien la digitalización es necesaria e innegable, ha generado y va a 
generar enormes costos que no se pueden asumir, para lo cual se está solicitando 
financiamiento al BROU, algo que no será fácil de obtener debido al escaso nivel de 
facturación de este tipo de empresas. Además, los gastos no se pueden trasladar a lo 
que se cobra por la publicidad. 


Otro aspecto importante para señalar es que los medios del interior prácticamente 
no reciben publicidad oficial. Es curioso que esta temática tan importante y que hace a la 
sustentabilidad no esté regulada en ningún artículo de este proyecto de ley. 


Se entiende como un contrasentido que se pida que se invierta en producción 
nacional, en la realización de ficción cuando, por otro lado, con todas las restricciones 
que se establecen, se reduce en el entorno de un 30% los ingresos de las empresas. 


Consideramos que este proyecto es ambicioso con respecto a la generación de 
contenidos para exportación y el consumo de otros mercados. Desde nuestro punto de 
vista, esto se evidencia como no realizable. Realizar ficción cuesta mucho dinero y está 
fuera de las posibilidades de las empresas del interior. Por ello se entiende que no se ha 
tenido en cuenta la escala a la que funciona el mercado del interior y la capacidad de las 
empresas para competir con firmas más fuertes e instaladas en países de la región. 


Por otra parte -como establece el artículo 134 del proyecto-, se pierde una parte de 
la publicidad política, lo que constituye un ingreso relevante para las empresas. Desde 
hace varios años, las empresas han arribado a acuerdos con todos los partidos políticos 
para ceder minutos en forma voluntaria y gratuita para que se presenten y divulguen sus 
propuestas y programas. No sucede lo mismo con la publicidad electoral, lo que 
representa ingresos significativos para el interior. Si la preocupación del proyecto es que 
se difundan los programas y las propuestas, eso ha venido sucediendo en los hechos, sin 
dificultades, pero no se comparte que se imponga la obligación de difundir publicidad 
electoral; no se entiende que esto responda a un interés público que habilite a una 
limitación no compensada del derecho de propiedad de los medios sobre sus emisiones. 
Sin lugar a dudas, en nuestro país se pueden implementar sistemas como el de Brasil, 
donde hay una compensación por la emisión gratuita de espacios para los partidos 
políticos. 


En definitiva, nos interesa trasmitir que, por más voluntad que haya, nos resulta 
imposible cumplir con muchas de las disposiciones contenidas en este proyecto de ley. 
Se advierte que, de aprobarse tal como se presenta, sin perjuicio de las consideraciones 
y cuestionamientos jurídicos, esta iniciativa atenta contra la sustentabilidad de las 
empresas formales, que respetan el ordenamiento, que generan trabajo -en general, se 
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trata de empresas de estructura familiar que cumplen con un fin social- y que difunden y 
defienden la cultura. 


SEÑOR DE LA PAZ.- Hemos venido desde lejos porque nos importa trasmitir a 
ustedes -algunos ya las conocen- las condiciones en que trabajamos, de manera más 
vocacional que comercial. 


Formo parte de un canal de televisión abierta, el único gratuito que existe en Artigas, 
y eso implica mucha responsabilidad. Estamos en una ciudad fronteriza, con todo lo que 
eso significa y con la explosión de medios que tenemos desde Brasil. Una prueba de que 
esta no es una tarea fácil es que solo nosotros nos presentamos al llamado para proveer 
servicios de televisión. 


Muchas veces, cuando se habla de televisión se tiene como un encandilamiento y 
se la vincula con los grandes canales de Montevideo que, evidentemente, viven una 
realidad muy diferente a la nuestra. Nosotros tenemos vocación comunitaria y afrontamos 
un problema comercial muy fácil de entender. 


En una época se podía trabajar bien con los comercios importantes de la zona, pero 
por desgracia, esos locales han ido desapareciendo o fueron adquiridos por grandes 
empresas nacionales o internacionales. Entonces, la publicidad que teníamos para la 
venta de las empresas que se manejaban en el medio actualmente es pautada en 
Montevideo, a través de grandes campañas de publicidad, y eso nos ha quitado ingresos. 


Algo que nos cuesta mucho entender -lo hicimos ver a los distintos líderes políticos y 
autoridades de los entes públicos- es por qué no nos llega la publicidad oficial. Inclusive, 
hemos venido hasta Montevideo para averiguar por qué en Artigas no había publicidad de 
los censos, campaña del Ministerio de Salud Pública por el dengue, del Ministerio de 
Transporte y Obras Públicas para la construcción de viviendas, etcétera. Hay como un 
divorcio en esta nueva etapa que estamos encarando y que queremos cumplir. 
Pretendemos seguir siendo la primera barrera de defensa cultural y hasta idiomática; en 
las escuelas piden a los chicos que vean nuestra señal puesto que es el único canal de 
aire que reciben en español. 


Nosotros queremos cumplir con todas las exigencias del llamado que está haciendo 
la Ursec y, por ello, hemos armado nuestro plan comunicacional. Creemos que técnica y 
humanamente podemos estar en condiciones de hacerlo, pero no tenemos respaldo 
económico. 


Por comentarios que hemos escuchado a los señores legisladores, parece que no 
existe conocimiento de la realidad que se vive en la televisión del interior. En nuestro 
medio no hay agencias de publicidad, y mucho menos productoras. La persona a la que 
podemos vender publicidad, por lo general, tiene una relación amistosa con nosotros. 
Debemos hacer el spot, programarlo, ponerlo al aire, etcétera; de eso vivimos. 


Entonces, lo que queremos -por eso vinimos desde tan lejos- es que tengan claro 
que la realidad económica y comercial en varios de nuestros canales es que estamos 
balanceados. La compra de los equipos digitales implicará un desacomode muy grande. 


También está la iniciativa sobre medios -que ya hemos leído-, que nos preocupa 
tremendamente. 


Algunas ciudades del interior no se van a presentar. Es decir que en esos lugares no 
va a haber televisión abierta; quedará el mercado del cable -oneroso-, al que no toda la 
gente puede tener acceso. 
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Nosotros seguimos peleándola, pero nos sentimos un poco huérfanos de apoyo. 
Consideramos que esta era una buena oportunidad para trasmitirles nuestras inquietudes 
y para invitarlos -en mi caso, lo he hecho varias veces- a que conozcan la realidad del día 
a día que vivimos en nuestra lindísima empresa de creación de televisión. 


SEÑOR PEREIRA (don Ariel).- Realmente, tengo un poco de confusión de 
sentimientos. Me pongo en la situación de ustedes -he pasado por aquí en algún 
momento- y sé lo difícil que es legislar para desiguales. 


En este momento, ustedes están analizando una iniciativa importantísima para el 
país y tienen, por un lado, a los grandes medios de la capital -a los que aparentemente 
están dirigidas todas estas medidas-, y por otro, a las pequeñas empresas del interior. 
Para que tengan una idea, Artigas tiene cinco empleados, y yo tengo diez; otros tienen 
cinco o seis. Nuestro promedio es de ocho a diez trabajadores, frente a empresas que 
tienen más de doscientos y que tienen un poder económico tal que son capaces de 
transformarse en digital de la noche a la mañana sin problemas. 


Precisamente, vamos a entregar a la Ursec el material pedido en las bases para 
presentarse por la televisión digital. 


Yo tengo ochenta y dos años y hace cuarenta y cinco años que estoy en el canal de 
Rivera. En este momento, no tengo la seguridad de poder estar en el aire con el digital en 
los tiempos exigidos. 


En estos cuarenta y cinco años hemos trabajado para pagar impuestos y sueldos, 
que son altos, porque los gremios nos han exigido y hemos tenido que cumplir. Hoy en 
día los sueldos del interior son muy altos, aunque no están acompasados con los que se 
pagan en Montevideo. Inclusive, existe la pretensión de que los empleados del interior 
cobren lo mismo que los que trabajan en los canales de Montevideo. Eso es muy fuerte 
para nosotros y sería muy difícil de cumplir. 


Como dijo el compañero, los canales del interior que trabajamos desde hace tiempo 
tuvimos un momento en el que las grandes empresas locales anunciaban con nosotros. 
Eramos el único medio de televisión que había en las ciudades del interior. Pero poco a 
poco la situación fue cambiando. Las grandes empresas empezaron a dominar a las 
empresas locales. Al día de hoy estamos trabajando con la pequeña y mediana empresa, 
que no puede pagar tarifas altas; solamente puede atender tarifas realmente accesibles. 
Naturalmente, esas tarifas nos obligan a hacer un sacrificio muy fuerte. Cuando llegan los 
vencimientos de BPS o de DGI, la verdad es que temblamos porque acabamos de pagar 
los sueldos e inmediatamente tenemos que pagar esas facturas. Esta situación es muy 
dura, muy difícil. 


Y las exigencias que nos plantean ahora son mucho más grandes. Hemos 
balanceado nuestras empresas. Sin embargo, en cuarenta y cinco años no pude hacer un 
estudio adecuado a lo que quisiera darle a la gente que concurre allí. A pesar de todo, 
seguimos trabajando. Esta situación es conocida por nuestro viejo y querido amigo, el 
señor Diputado Delgado, que nos ha visitado varias veces; veo otros rostros amigos que 
también la conocen. Nuestro estudio tiene techo de paja y chapa y costaneros de madera 
alrededor; muchas veces esto me da vergúenza. Es más: a mucha gente que nos ha 
visitado -de Philips, de otras grandes empresas- les llama la atención. Nos preguntan: 
"¿Acá están haciendo televisión". Les respondemos: "Sí, acá hacemos televisión". El 
único valor que tiene nuestro canal es el personal que tiene, al que queremos mucho y 
con el que tenemos muchos años de trabajo; se han venido sucediendo de padres a 
hijos. 
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Ahora, tenemos que salir a montar otra empresa, otro canal. Todo lo que tenemos y 
todo lo hicimos en estos cuarenta y cinco años para renovarnos y para mejorar, no vale 
nada. Dentro de cinco años tendrá lugar la muerte analógica; no sé si la voy a ver porque 
a esta altura de la vida estoy jugando los descuentos. Dentro de un año ya tenemos que 
salir a presentar la señal digital. ¿Con qué? Con la buena voluntad del Banco de la 
República y de las empresas que nos van a vender los equipos. Será difícil poder pagar 
ese financiamiento con lo que estamos recaudando hoy. Además, yo no puedo ir a decir 
al comerciante de la esquina que le voy a aumentar $ 2.000 la facturación porque ahora 
salgo en digital. A él eso no le importa, y se va a dar de baja. Entonces, voy a perder 
clientes, cuando necesito aumentarlos. 


Entonces, tenemos que montar una nueva empresa después de haber trabajado 
cuarenta y cinco años porque todo lo que tenemos no sirve para nada y hay que 
incorporarse a la tecnología moderna. Todo eso estaría muy bien si tuviéramos las 
posibilidades económicas de hacerlo. Como decía un viejo al que quise mucho: "Hemos 
venido perdiendo prendas del apero". Teníamos un comercio fuerte, con el que podíamos 
trabajar; me voy a referir concretamente a Rivera. Ese comercio ha pasado a otras 
manos. Hoy tenemos el "free shop". Cuando uno llega a Rivera ve una hermosa ciudad y 
hermosas vitrinas, que exhiben mercaderías del primer mundo a valores accesibles. Los 
brasileños vienen, y compran. Ese empresario no pone publicidad con nosotros porque le 
teme a la DGl ya que no puede vender a los uruguayos; solo puede vender a los 
brasileños. ¿Dónde pone la publicidad? En las grandes revistas de Brasil, en la Globo, en 
la RBS, en Porto Alegre, en San Pablo, en Santa María; no pone publicidad con nosotros. 
Nosotros seguimos trabajando con la pequeña y mediana empresa, que es la que nos 
nutre. 


Hemos perdido otras prendas del apero. Teníamos a Antel, a Ancap y a otras 
grandes empresas del Estado, que contrataban directamente con nosotros y anunciaban 
en nuestros informativos; teníamos una entrada muy firme del Estado. La hemos perdido 
totalmente. Pensamos que a lo mejor en el proyecto de ley de medios ustedes puedan 
poner algo que determine que un porcentaje de la publicidad oficial debe ser volcada a 
los medios del interior de acuerdo a la población de cada localidad. 


También hay otro aspecto importante a tener en cuenta: nos han invadido señales 
de todo el mundo. Antes éramos dueños y señores con nuestra señal. Estaba el tele 
vecino que iba a la casa de al lado porque no tenía televisión y era toda una novedad. 
Pero de golpe y porrazo el televidente de la frontera recibe las repetidoras de Brasil, las 
grandes cadenas, y los cables con las imágenes y las señales de todo el mundo sin 
ningún problema. Y nosotros a pelear con toda esa audiencia; nosotros a pelear con la 
audiencia que nos invade de Brasil y con la audiencia del mundo que también nos invade. 
Es muy difícil. 


Nuestra audiencia cada vez está más dividida en pequeñas parcelas. ¿Cuál es 
nuestro televidente? ¿A quién nos dirigimos? Ahí está lo que deben tener en cuenta. Los 
cables llegan a una clase media alta o a quien puede pagar la cuota que cobran. El que 
está por debajo de esa clase media, el que vive en un ranchito, el menos pudiente puede 
recibir la novela, la película, la información, la noticia, el entretenimiento simplemente con 
un aparatito y una antenita de cuernos; ese no ve el cable, sino que nos ve a nosotros. 
Ese es nuestro televidente cautivo; es el hombre y es la mujer pendiente de nosotros. Un 
día una viejita de un ranchito humilde me dijo: "No sabe cuánto le agradezco: usted me 
ha abierto una ventana al mundo". Esa realidad es la que hay que tener en cuenta. Hay 
que pensar en eso. 
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Los cables, las grandes cadenas tienen una potencia natural y llegan a 
determinados niveles a los que nosotros no podemos llegar. El empresario entonces dice: 
"¿Por qué voy a poner publicidad contigo si tu gente no tiene el poder adquisitivo que yo 
necesito para vender mi mercadería, mi producto?". Y bien, hemos perdido otra prenda 
en el apero. 


Teníamos una cosecha con el fútbol. Cuando llegaban los campeonatos todo el 
mundo quería anunciar con nosotros porque sabían que allí estaba una gran audiencia. 
Lo perdimos; ya no tenemos el fútbol. Lo hemos planteado oficialmente: "Señores: 
ustedes están prohibiendo a la gente de bajo poder adquisitivo ver el fútbol". El 
gobernante no ha pensado en eso, no nos ha protegido, no nos ve. Un Director de un 
Ente Autónomo me dijo: "Nosotros llegamos con el fútbol a todo el país". Y yo le contesté: 
"Llegan por el cable, pero no por aire, donde tienen al que no puede acceder". Eso es 
injusto, malo para la sociedad y, naturalmente, lo sentimos en carne propia. 


Hemos perdido muchas cosas. Ahora nos quieren sacar otra chacrita. Cuando viene 
mi amigo Delgado le abro el canal, y lo tiene todas las veces que quiere porque lo quiero 
mucho y porque yo sé que él me quiere a mí. Pero si va un señor al que no conozco, le 
cobro algo por la publicidad. Cuando van los señores Diputados, los señores Senadores, 
con los que queremos quedar bien, por supuesto que también les abrimos el canal. Ahí 
estamos abiertos. Pero cuando llega la campaña electoral y los políticos calientan el pico, 
tratamos de que entre algo para lo que necesitamos. Es la compensación. Podemos 
cobrar algo cuando viene la campaña electoral. Los otros cuatro o cinco años el canal 
está abierto para hacer las declaraciones, los mensajes, etcétera. La situación es muy 
desigual. 


Acá hay una línea argumental común. Lo que exige la Ursec es 45 días para cumplir 
las bases, un año para salir al aire, y al otro año perdemos el digital. Si no llegamos al 
digital, muerte analógica; termina la empresa. Esa es nuestra realidad. 


¿Hasta dónde nos pueden proteger? Pienso que vamos a tener en ustedes 
defensores muy firmes porque van a entender esa realidad. Cuando visiten el interior 
verán que lo que estoy diciendo es la pura realidad. 


Estamos en sus manos. Esperamos que tengan la sabiduría suficiente para legislar 
entre desiguales, muy desiguales. Piensen en lo que son las grandes fuerzas de 
Montevideo en las empresas, en las agencias y en los intermediarios. Tengan la 
seguridad de que no vamos a estar en condiciones de comparar la programación que hoy 
alguno de nosotros o todos estamos teniendo en nuestros canales, y mucho menos de 
generar programación. ¿Qué podemos hacer en el interior? ¿Presentar a Juancito 
tocando la guitarra? El primer día todo el mundo lo aplaude; el segundo día, también, 
pero al tercer día nos corren. Esa es nuestra realidad. 


SEÑOR ROUX.- No es que esto pase ahora por esta nueva ley. Nosotros 
aprovechamos este espacio para explicar que esta realidad se viene dando desde hace 
unos diez o quince años. Lo que vemos con esta nueva ley es que acentuará algunos de 
estos problemas. Brevemente explicaré por qué y lo comprenderán de inmediato. 


Hace veinte años la televisión era prácticamente el único medio, junto con la radio, 
para trasmitir información u ofrecer diversión. En los últimos quince años esto ha 
cambiado radicalmente, y cambiará en los próximos cinco años más radicalmente aún. La 
tecnología ha cambiado todo, y la gente hoy para informarse o divertirse tiene la 
televisión abierta, la radio, los cables, Internet, etcétera. La tecnología hoy nos permite 
tener en la sala de nuestra casa un aparato para mirar televisión, escuchar radio, navegar 
por Internet, mirar el programa que queramos, a la hora que queramos. Esto cambiará 
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abruptamente -estamos cableando todo el país con fibra óptica- y muy en breve 
comenzará el monopolio estatal de Antel a emitir señales de televisión a través de esa 
red, que pondrá nuevos actores a trabajar. 


¿Por qué hago este racconto? Porque en ese contexto la televisión abierta cada vez 
tiene un espectro más pequeño de audiencia. Como dijo Ariel Pereira queda público 
objetivo de bajo poder adquisitivo que no tiene acceso a otra televisión. Esto repercute en 
el hecho de que nosotros de alguna manera cumplimos una labor social. El Estado nos 
da en concesión una frecuencia para que nosotros en forma responsable podamos 
trasmitir contenidos, ya sea informativos o diversión, para toda la población, es decir para 
quien pueda pagar -este paradigma es reciente porque antes era todo gratuito- y para 
quien no lo puede hacer. 


En este país la penetración del cable oscila entre el 55% y el 65% de las localidades 
de todo el país. O sea que se restringe a un 40% o 45% los hogares que no tienen 
acceso a cable. Esa audiencia se divide entre nuestros canales, los del Estado o algunos 
canales abiertos de las localidades fronterizas. ¿Cuál es el impacto? No es que no sea 
atractivo para las empresas que quieren publicitar, sino que quieren llegar a determinado 
segmento de público, lo que restringe el universo de quienes van a publicitar. Por 
ejemplo, sería totalmente ridículo que un concesionario de Mercedes Benz publicite en un 
canal abierto del interior; sin embargo, sería adecuado publicitar una papa frita. Pongo 
estos ejemplos para trasmitir que el segmento de público es muy escueto. 


A esto debemos sumar lo que significa la desigualdad de legislar para realidades 
totalmente distintas porque la realidad de la televisión abierta en Montevideo es diferente. 
Esto no solo se mide en la cantidad de empleos sino en los ingresos y en la forma de 
obtenerlos. Por ejemplo, el valor de un segundo en cualquier canal del interior oscila entre 
$8 y $20; sin embargo en cualquier canal de Montevideo oscila entre $1.500 y $2.000. 
Además, hay que tener en cuenta que los canales del interior tenemos un promedio de 
diez empleados y en Montevideo tienen más de doscientos por canal. Esto ¡ilustra la 
diferencia monstruosa que existe. 


Por otra parte, hay que analizar el tema de los Consejos de Salarios en el interior. 
En ese sentido, también sufrimos un gran golpe. En cuanto a los salarios fijados para los 
empleados de la televisión abierta del interior, voy a poner el ejemplo de una limpiadora 
porque se puede comparar con otro rubro ya que no es una tarea especializada para los 
servicios de televisión. En este caso, el salario es exactamente el doble que el fijado para 
industria y comercio. Imagínense los salarios de quienes cumplen tareas específicas 
como cámaras y editores. Asimismo, debemos tener en cuenta que en el interior no hay 
posibilidades de estudiar las especialidades y los canales de televisión deben hacerse 
cargo de especializar a sus empleados. 


El fin de semana pasado salió una nota en "El Observador" sobre la realidad de la 
televisión abierta en Uruguay y en la región a través de la visión de alguien que no es 
uruguayo. Se entrevistó a un ingeniero argentino que habló de la realidad de toda 
Latinoamérica. En esa nota se plasma exactamente la realidad que estamos viviendo, 
que es la misma que viven muchos canales de otros países. Me refiero a que la televisión 
abierta -ahora también es digital- tiene dificultades y problemas para poder subsistir y 
mantenerse en el mediano plazo, porque frente a la aparición de nuevas tecnologías no 
tenemos cómo solventar económicamente lo que tenemos que hacer. Cualquiera de los 
canales del interior podemos producir en mayor o menor medida porque es una cuestión 
económica. Si se me pide que realice ficción, como exigiría la ley, lo podría hacer. 
Simplemente tendría que comprar los equipos, contratar a la gente y se puede hacer una 
ficción de la misma calidad que cualquier canal nacional e internacional. El problema es 
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que luego, lo que invertimos lo tenemos que desquitar del dinero que podemos cobrar por 
eso. Ese balance hace mucho tiempo que no cierra y va a ser más difícil en el futuro. Si a 
esto le sumamos algunas cosas que están previstas en el proyecto de ley, la labor se 
hace realmente muy dificultosa. 


SEÑOR FALCO.- Los compañeros han sido muy claros en sus exposiciones. 


Simplemente, voy a aportar una visión personal. Soy de la ciudad de Minas, en TAI 
somos alrededor de veinte televisoras abiertas del interior, es decir que estamos 
hablando de veinte Pymes que vivimos de esto, hacemos de esto nuestra fuente de 
ingresos diaria y la peleamos diariamente. Cada vez que nos reunimos es un placer 
escuchar al amigo Ariel Pereira que siempre dice que hace cuarenta y siete años que 
viene aguantando el palo de la carpa y nosotros también. En mi caso, es algo que viene 
de mi abuelo y de mi padre, y tratamos de hacer de esto una forma de vida. 


Creemos que esta ley es inconveniente para las empresas del interior, porque nos 
regula como si hasta ahora en estos cuarenta y ocho años de vida no hubiéramos estado 
regulados o hubiéramos hecho cosas fuera de la ley, y creemos que no es así. Además, 
nos parece que en algunos aspectos es inaplicable por sus conceptos. No digo que esté 
mal, sino que es inaplicable por nuestra idiosincrasia, estructura de vida y el micro clima 
que vive cada ciudad del interior. 


No voy a reiterar el tema del número de empleados; no obstante creemos que este 
proyecto de ley traería más problemas que soluciones. 


Por último, quiero decir que nos parece absolutamente injusto el tema de la 
convergencia con Antel. Entiendo que Antel es el Ente emblemático de los uruguayos, 
nuestra bandera e identidad nacional, pero creo que esta convergencia le da a Antel un 
poder como medio de comunicación y potestades para ejercer facultades a nivel 
televisivo, como el "triple play", etcétera, que como dijo Ariel Pereira nos hará perder otra 
prenda en el camino. Queremos dejar en claro que nos parece que habría que focalizarse 
en este punto. Nosotros vemos en eso un enemigo que nos va a disputar un mercado 
potencial muy importante, porque va a estar con condiciones más fuertes que las nuestra 
para captar audiencia, contenidos y nuestra única fuente de ingreso que es el mercado 
publicitario. 


Creo que está todo dicho. No quiero aburrir a los señores legisladores reiterando 
conceptos que han sido expuestos. 


Estamos orgullosos de que nos hayan recibido y agradecidos por el tiempo que nos 
dedicaron. 


SEÑOR DELGADO.- Creo que es bueno que pongan ejemplos concretos de los 
inconvenientes que esta iniciativa podría sumar a los problemas estructurales que ya hay. 


Además, quiero expresar un reconocimiento a los canales del interior por la 
pluralidad con que actúan -creo que he ido a todos-, ya que siempre están dispuestos a 
recibirnos -basta con avisar-, a hacer una nota, y eso sucede con todos los partidos 
políticos. 


Asimismo, debo decir que lo que ustedes plantearon hoy no es un problema 
exclusivo de los canales abiertos; Rami planteó una situación muy parecida: aún en el 
supuesto de que estuviéramos todos de acuerdo con este proyecto, tal como está 
redactado, es imposible su aplicación en los canales del interior porque no se puede 
instrumentar y, en muchos casos, es inviable económicamente. Estamos ante diferentes 
realidades que hay que conocer; no se puede legislar con generalidad ante situaciones 
que tienen diferente grado de equivalencia. 
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Con respecto al tema de la televisión digital, hay problemas de simultaneidad -lo 
dijimos cuando vino el Ministro- ; establecer las dos cosas juntas fue muy complicado, 
porque no solo había que hacer un plan comunicacional, sino inversiones, y esto podía 
generar cambios en los planes comunicacionales y también que se hicieran otro tipo de 
inversiones. Además, era diferente para Montevideo que para el interior. Ahora ustedes 
están con una especie de sándwich y, en la televisión de frontera, con uno triple: la 
posibilidad de que se apruebe este proyecto de ley, el tema digital y la competencia de 
otros actores, como son los canales de frontera -permanentemente entran los canales de 
otros países-, los canales de televisión por abonados -sea satelital o cable-, cuyos 
contenidos y horarios no están regulados por esta iniciativa, e Internet. 


Entonces, hay que buscar un mecanismo para que situaciones diferentes se traten 
de distinta manera, por lo cual sería importante saber si tienen alguna idea de cómo 
plasmar ese concepto en la práctica, para incorporarlo en un proyecto de ley. 


Estamos ante un verdadero código de comunicación audiovisual, con más de 180 
artículos, ultrarreglamentarista y que otorga mucha discrecionalidad a un Consejo -más 
allá de la forma en que se designa- para determinar qué es inclusivo o discriminatorio, 
con las consecuencias que eso puede tener, en función de su interpretación. Asimismo, 
me parece que para haber avanzado tanto en la reglamentación como para llegar a 
determinar niveles de contenido de ficción, horas por semana de estrenos, porcentajes de 
música nacional y de productoras independientes -además, en muchos departamentos, 
por lo menos en los que conozco, no se tiene ni siquiera la posibilidad de hacerlo, aun 
cuando se estuviera de acuerdo con la ley-, faltó un capítulo, que es el relativo a la 
publicidad. En lo personal, hemos venido trabajando en este tema; nos hemos reunido 
muchas veces con organizaciones no gubernamentales, hemos participado en 
seminarios, para buscar mecanismos de distribución de la publicidad oficial y si teníamos 
margen para reglamentar tanto los contenidos, capaz que era el momento de incluirlo en 
un proyecto de ley. 


Por lo tanto, nos gustaría conocer su opinión sobre cómo tratar a los canales del 
interior, con su particularidad, en un proyecto de ley que, como toda ley, será general, 
pero tratará de forma diferente situaciones que son distintas, como es el caso de las 
radios y los canales del interior. Pueden hacer llegar alguna propuesta a la Comisión 
-más allá de los temas comunes que pueden haber planteado otros interesados, como es 
el caso de Andebu, que planteó algunos temas de inconstitucionalidad y de redacción-, 
sobre todo, en temas instrumentales vinculados al contenido. 


Finalmente, en cuanto a la convergencia quiero decir que, de hecho, genera un 
monopolio a favor de Antel. Le da el monopolio de la transmisión de datos -o por lo 
menos se lo genera, al no permitir que los cableoperadores puedan hacerlo- y con el 
desarrollo de la inversión que ha tenido, no habrá otra vía, por lo que seguramente será 
un soporte fundamental para la convergencia. De hecho, va a generar un monopolio de 
esas características. 


SEÑOR PEREIRA (don Ariel).- Desde mi punto de vista, hay una alternativa. 
Nosotros estamos recibiendo dos mazazos fuertes: la instalación de los nuevos canales 
en formato digital -sobre lo que estamos comenzando a trabajar con Ursec- y esto. El 
proyecto de ley fue hecho por gente que ha estudiado minuciosamente todo esto, y no me 
parece mal; no me animo a criticarlo en forma frontal porque hay una cantidad de cosas 
en las que muy probablemente coincidiría si estuviera sentado del otro lado, pero para las 
radios y los canales del interior, en este momento, es inaplicable, sobre todo para los 
canales, por este golpe fuerte que recibimos por allí. De todas maneras, la ley puede 
establecer que se suspenda su aplicación a las pequeñas y medianas empresas -Pymes- 
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por tres años -o el tiempo que sea-, hasta que logren superar esta primera etapa de 
instalarse en el área digital y puedan pensar en participar un poco en lo que puede venir. 
De esta forma, tendrían un período para adaptarse. Es más: yo creo que el plazo de un 
año con prórroga a otro más que nos están dando para instalarnos con el digital es muy 
poco. Nos dieron dos años de plazo hace cuarenta y seis años cuando salimos con los 
canales del interior. Hoy, la situación es mucho más difícil que entonces. Pienso que lo 
mínimo que deberíamos tener para poder instalarnos son tres años. A lo mejor la ley 
debería aplicarse para aquellas empresas de mayor dimensión. Las Pymes están 
perfectamente definidas por la cantidad de empleados que tiene cada empresa. La ley 
podría decir que se suspende su aplicación por equis tiempo para las que se encuentren 
dentro de determinada faja. De esta manera, podríamos ganar tiempo y mejorar la 
situación. 


SEÑOR DE LA PAZ.- Esta oportunidad es propicia para comenzar a pensar 
seriamente en una redistribución de la publicidad. 


Consideramos que este cambio tecnológico tendría que venir acompañado de una 
ley -que es tan minuciosa en muchas cosas- que también incorporara parte de la 
distribución de lo que comúnmente se llama la torta publicitaria, principalmente a nivel 
estatal. 


SEÑOR CARBALLO.- Antes que nada, quiero agradecerles por los aportes que 
están realizando a este proyecto de ley. 


Quienes hemos nacido en el interior y lo hemos recorrido, conocemos de primera 
mano la situación que allí se vive. Por este motivo, coincidimos con lo que se ha dicho 
acerca de la apertura que existe en el interior para ingresar, sobre todo, en la televisión 
abierta si lo comparamos con la capital del país. 


Me han surgido algunas dudas luego de escuchar su intervención. Me gustaría 
saber si están de acuerdo con que exista una regulación de esta naturaleza. También, 
quisiera conocer cuál es la opinión de estas veinte Pymes con relación a monopolios, 
oligopolios, al acceso a las frecuencias, a los plazos. 


Por otra parte, quiero decirles que el tema de la distribución de la publicidad no es 
nuevo y en este proyecto se plantea una regulación de quince minutos 


Cuando Audap vino a la Comisión nos dijo que hay una distribución de publicidad de 
US$ 230:000.000 o US$240:000.000 y se tocó el tema que ustedes nos están 
planteando. Además, nos enteramos de que muchas de las empresas que querían 
contratar publicidad se inclinaban por los medios nacionales. Se habló también de las 
mediciones y se dejó entrever que en el interior no eran convenientes. 


Considero que en algún momento vamos a tener que repensar -esta es una opinión 
personal- la redistribución de esos US$ 50:000.000 de la publicidad oficial, teniendo en 
cuenta precisamente este tipo de reclamos. 


Cuando se comienza a profundizar en este proyecto, vemos que en el interior para 
tener la posibilidad de ver un canal "nacional" -entre comillas-, hay que estar afiliado al 
cable. A su vez, existe el inconveniente de que esos canales nacionales son los que 
acceden a gran parte de la distribución de la publicidad oficial. 


Me parece que en este tema hay mucho para mejorar, pero no hay dudas de que en 
materia de legislación estamos teniendo un avance importante desde el momento en que 
estamos discutiendo este tipo de cosas. 


- 42 - 


Se dijo que son veinte Pymes las que están nucleadas en esta organización de la 
televisión abierta del interior. También se dice que hay algunas empresas en el interior 
que no son Pymes y que están vinculadas con los canales llamados nacionales. Nos 
gustaría saber si esto es verdad. 


Reitero, me gustaría conocer su opinión con respecto al artículo 42, que habla de 
monopolios y oligopolios. Además, más allá de las diferencias que puedan existir, 
queremos saber si están de acuerdo con la regulación que se está proponiendo. 


SEÑORA GELP!I.- Con respecto a la publicidad, estamos totalmente de acuerdo con 
que sea por medio de un mecanismo equitativo y transparente. 


Con respecto a si estamos de acuerdo con la parte de la fiscalización, debemos 
decir que ya tenemos tres órganos que nos fiscalizan: el Poder Ejecutivo, la Ursec y la 
Dinatel. No sabemos para qué crear tres más. Pero eso no es cuestión nuestra. 


En cuanto a los monopolios y oligopolios, no tenemos ninguna respuesta para dar 
en este momento. El interior es chico y las convergencias se han ido dando. 


SEÑOR DE LA PAZ.- Quería comentar que en el llamado que acaba de hacer 
Ursec, esa información forma parte de un capítulo en el cual se ha hecho mucho 
hincapié. Además, queda claramente expresado quiénes somos, qué somos y todos los 
datos de la empresa. 


Volviendo al tema de diferenciar la igualdad de la desigualdad, quiero señalar que 
en este momento -y por algún motivo, que seguramente responde a la misma inquietud 
que planteó el señor Diputado- uno de los capítulos más importantes en la 
documentación que tenemos que presentar refiere a cómo se conforma cada una de las 
empresas y, principalmente, si tenemos intereses en algún otro medio de difusión. Lo que 
el señor Diputado dijo en cuanto a si hay alguna empresa del interior vinculada a canales 
de Montevideo, puedo decir que es cierto. En esta presentación que estamos haciendo 
para la Ursec sale a la luz quiénes somos y cuáles son nuestros intereses. En la 
presentación que entregamos, que se llama "Información General", figura toda la 
información, no solo de la empresa, sino también de sus componentes. Además, esa 
información va a ser pública, por lo que no habrá ningún problema en ese sentido. 
Obviamente, en lo personal, me sentiría encantado de ponerla sobre la mesa. 


SEÑOR ROUX.- Los canales del interior que pertenecen a las empresas de 
Montevideo son el 7 y el 11 de Maldonado, el 3 de Colonia y el 8 de Rosario; en general, 
son propietarios o accionistas de las empresas de Montevideo. El resto de los canales, 
que estamos representados aquí, no pertenece a esas empresas. 


Por otra parte, quiero contestar la pregunta que se formuló con respecto a la 
publicidad. 


Nosotros nos reunimos con un funcionario de la Presidencia de la República, ya que 
hace mucho tiempo que venimos hablando de ese tema, y notamos que existe la 
intención de buscar la forma de distribuir la publicidad oficial en todos los medios de 
comunicación, lógicamente, de una manera que le sirva al Estado. A mi entender, no se 
trata de dividir, ya que el hecho de tener un medio de comunicación no implica que se 
deba contar con publicidad, porque ella se obtiene si la gente escucha o mira ese medio; 
si no es así, no tendría sentido que un anunciante hiciera publicidad en ese medio, ya que 
sería ilógico. 

Entonces, ¿cuál es el problema del mercado publicitario? Lo que ocurre es que en el 
interior del país no se realizan mediciones de audiencia, tal como ocurre en Montevideo. 
Las pocas que se llevan a cabo las hacen en forma particular algunas agencias de 
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publicidad para su beneficio personal, es decir, para proporcionar a sus clientes 
información fidedigna y así poder comercializar. 


¿Por qué se ha dado así? En primer lugar, por el costo que tienen las mediciones de 
audiencia o de rating y, en segundo término, porque a ninguna de las dos empresas que 
realizan esta tarea le interesó hacerlo en el interior. Esto se debe a que la inversión en 
publicidad que se lleva a cabo en el interior es muy baja y no les conviene realizar dicha 
medición. 

Cuando una empresa de porte nacional realiza este tipo de medición, lo hace para 
beneficio personal, entonces, cuando decide qué inversión realizará en el interior deberá 
analizar cómo distribuir la publicidad. Por lo tanto, si una empresa tiene llegada en todos 
los departamentos, ¿cómo hace para saber qué canal o medios elegir, por ejemplo, en 
Minas, Artigas o Paysandú? En realidad, para eso requiere la información de la que hablé 
hace un momento, pero como en un principio no la tiene, si tiene sucursales en algunos 
lugares, puede recabar esa información, ya que en las localidades todo el mundo sabe 
qué radio se escucha más, qué canal se mira, en qué horario, y qué programa es más 
popular. Pero luego deberá dividir la comunicación y hacer los spots necesarios, para lo 
cual deberá contratar una agencia de publicidad, ya que las empresas no cuentan con la 
logística adecuada como para llevar a cabo a esa tarea. Sin embargo, como las agencias 
no tienen una manera fehaciente de recabar esa información, difícilmente realicen una 
medición en el interior, entre otras cosas, porque es una forma de trabajar de forma 
responsable. Téngase en cuenta que si una empresa de publicidad le recomienda a un 
cliente que publicite en determinado canal, también debe explicarle por qué, y es algo que 
no puede hacer. 


Sin duda, la Presidencia de la República está mostrando interés, por lo que si en el 
proyecto de ley se hace referencia a este tema y se le da importancia, solo será 
necesario buscar las herramientas para alcanzar el objetivo. En realidad, creo que para 
que la medición de todos los medios de comunicación del país se haga de una manera 
transparente, el sistema debe ser abierto y libre para todas las empresas, ya sean 
públicas o privadas. Por supuesto, después deberá decidirse cómo hacer la inversión y 
de qué manera llegarle a dichas empresas. Además, no olviden que el 50% de la 
población del país está en el interior, aunque allí solo llega el 5% de lo que se invierte en 
publicidad; realmente, hay una gran disparidad. 


SEÑOR DE LA PAZ.- Los que leímos el proyecto de ley, por supuesto, coincidimos 
plenamente con algunos de los aspectos que se plantean, pero ustedes deben 
comprender que nuestra primera preocupación es la supervivencia. 


Por lo tanto, en lo personal, lo que quiero, en primera instancia, es seguir teniendo el 
canal, después discutiré lo que plantea el proyecto de ley. 


En realidad, nuestro máximo anhelo -por eso concurrimos a la Comisión- era 
explicar a los señores Diputados -si bien tenemos la oportunidad casi histórica de 
manifestar nuestra opinión en el Parlamento- que tenemos un problema de supervivencia. 


También tenemos que considerar todo lo relativo a la Ursec, ya que para nosotros 
empezar de nuevo es una novedad, teniendo en cuenta que el canal está al aire hace 
cuarenta y seis años y que somos una referencia en el medio. De todos modos, vamos a 
parar y a empezar de nuevo, pero con ley o sin ella lo que pretendemos es seguir al aire, 
mantener los puestos de trabajo y seguir haciendo lo que nos gusta, que es televisión. 
Además, nos encantaría hacer ficción y series, ya que para eso tenemos el canal. De 
todos modos, no se debe olvidar que en mi caso el canal está en Artigas y que hacemos 
lo imposible por salir adelante en el medio en el que nos ha tocado actuar. 
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Solo me resta decir que primero tengo que preocuparme por sobrevivir; después 
estudiaré todo lo que tenga que ver con el proyecto de ley. 


SEÑORA SILVA.- Los señores Diputados Delgado y Carballo preguntaron si existía 
alguna propuesta concreta con respecto a la de distribución de la publicidad, y quisiera 
comentarles que se esta trabajando en ese sentido. En su momento, se planteó alguna 
iniciativa legislativa, pero quedó en stand by. Por ello, nos vamos a llevar esa tarea a fin 
de agilizar la concreción de una propuesta que pueda ser enviada a los señores 
Diputados, teniendo en cuenta que el tema es absolutamente sensible. Además, si se 
sigue adelante y se aprueba un texto que establezca un marco regulatorio, este tema, sin 
lugar a dudas, deberá integrar la normativa. 


En lo que tiene que ver con los monopolios y los oligopolios, nos parece que este 
proyecto de ley es contradictorio. Digo esto porque en el artículo 42 se afirma 
categóricamente que los monopolios y los oligopolios atentan contra la democracia, el 
pluralismo y la diversidad, lo cual compartimos. Sin embargo, en el artículo 81 se borra 
todo esto, ya que se consagra un monopolio a favor del Sistema Nacional de Radio y 
Televisión Pública y la Administración Nacional de Telecomunicaciones, que serán los 
únicos habilitados a brindar acceso a la infraestructura de transmisión de radiodifusión, lo 
que es algo incongruente. 


Por lo tanto, si una disposición dice que los monopolios y los oligopolios son malas 
palabras, y que atentan contra el sistema democrático y republicano de Gobierno, y 
luego, cuarenta artículos después, consagra un monopolio a favor del Estado, es una 
solución, a todas luces, contradictoria, incongruente y cuestionable. En definitiva, esto 
nos hace pensar que el problema no es la figura del monopolio o del oligopolio, sino quién 
ejerce la titularidad, aunque está claro que esas figuras no son adecuadas para un 
desarrollo plural y democrático del sistema de comunicaciones. 


En lo que tiene que ver con los plazos, nosotros entendemos, teniendo en cuenta 
las distintas modificaciones que se realizarán a los medios que tienen permisos vigentes, 
que cumplen el ordenamiento en función del cual fueron autorizados y prestan servicios, 
por ejemplo, hace cuarenta años, hay una confusión en este proyecto. Si bien se dice que 
estos servicios son de interés público, se los regula como servicios públicos. Entonces, 
luego de analizar el proyecto, nos da la impresión de que se entiende que se pueden 
cambiar las condiciones de los permisos otorgados en su momento sin problema por ser 
revocables, pero no es así. Hay que ser muy respetuosos y se tiene que responder por 
cualquier modificación que se realice. No basta con hablar de razones de interés general, 
sino que hay que fundar en qué consiste el interés general. 


Además, esto, que puede tener una decisión fundada y constitucional, puede 
generar un perjuicio a un particular, el que naturalmente tendrá derecho a realizar el 
reclamo que entienda y, eventualmente, podría haber una responsabilidad del Estado por 
acto legislativo. Si hay una modificación -más allá de que pueda ser acorde a nuestro 
régimen- que genere un perjuicio, podría habilitar una acción de reparación contra el 
Estado. 


En definitiva, la idea era trasmitirles la realidad del interior y que, más allá de todos 
los cuestionamientos que tenemos, este proyecto no es aplicable allí. 


Obviamente, hubo personas que trabajaron muchísimo en esto -sin duda, hay un 
esfuerzo teórico enorme; es prácticamente un código lo que se ha hecho-, pero 
consideramos que se ha desatendido a una parte muy importante del país. Más allá de 
las inconstitucionalidades o ¡legalidades y aun cuando nos pusiéramos de acuerdo y 
consideráramos que el proyecto es perfecto en ese sentido, es absolutamente utópico 
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pensar que se pueda aplicar. Asumo que ustedes, que tienen la responsabilidad de 
legislar, tienen que ver que lo que legislen sea factible con respecto a la realidad. 


Aunque no tiene nada que ver con esto, quiero mencionar la Ley de Abreviación de 
los Juicios Laborales, porque forma parte de una realidad que nos toca vivir a diario. Esa 
norma tuvo excelente propósito y motivación y se aprobó hace poco tiempo. Sin duda, 
contó con los mejores propósitos; no tiene sentido que los juicios se extiendan a diez 
años. Sin embargo, fue pensada para un Poder Judicial que no es el que tenemos hoy. 
Entonces, es compartible en una cantidad de soluciones, pero la realidad es que hay 
dificultades todos los días por esa ley. En definitiva, se aprobó una ley para agilitar y los 
juicios terminaron paralizados durante dos años. Se terminó aprobando otra ley y las 
dificultades existen. ¿Por qué? ¿Se equivocaron los que hicieron el proyecto, que fueron 
docentes, gente con mucho conocimiento en materia laboral? No, pensaron en un Poder 
Judicial distinto al que tenemos; dotados con otros recursos y con otra capacitación. 
Entonces, todos los días nos vemos con dificultades. 


Lo mismo pienso de esta ley: sin duda tiene el propósito de regular aspectos que se 
entiende no tienen regulación, promover la pluralidad, el desarrollo de la industria 
nacional en producción de contenidos, defensa de la cultura. No podemos no estar de 
acuerdo con eso; allí se dicen una cantidad de cosas fantásticas, pero son impracticables 
y si se imponen, las empresas quedarán en infracción, en situación de incumplimiento, 
desde el arranque. 


Por otra parte, quedamos a disposición para aportarles la información que requieran 
en lo que tiene que ver con el minuto de publicidad y dotación de personal, más allá de 
que, como se dice, la Ursec tiene a la vista y al alcance de todos la información de todas 
las empresas. 


Reitero que esta iniciativa tiene muchas falencias. Más allá de que la lleven 
adelante, desde mi punto de vista, quedará expuesta a una cantidad de acciones de 
responsabilidad del Estado y de inconstitucionalidad. 


Entonces, en la medida en que se apruebe un texto que respete la Constitución, los 
convenios internacionales que tenemos ratificados, está perfecto. El tema es que este 
proyecto adolece de una cantidad de vicios que vemos hoy. Esa es nuestra 
preocupación: que se siga avanzando con este proyecto, más allá de la dificultad que 
existe hoy que tiene que ver con la subsistencia de los medios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Antes que nada, realmente quiero agradecerles el esfuerzo 
que hicieron para estar hoy acá. Es fácil venir desde diez cuadras a la redonda, pero muy 
difícil hacerlo desde los lugares de donde vienen. 


Por otra parte, el estilo de exposición ha sido muy interesante porque nos ha 
permitido contar con un panorama general de situaciones que tienen un hilo conductor, 
pero que pueden tener su especificidad en cada uno de los departamentos. Son 
realidades que nosotros conocemos en términos generales, pero ustedes fueron muy 
específicos y eso nos hace mucho bien. 


Estamos trabajando en un proyecto de ley con la cabeza bien abierta para escuchar 
todas las posiciones. Es más: cada delegación incorpora una visión particular sobre el 
tema, por lo que hay momentos en los que pienso que hay que votar esto y en otros, 
opino lo contrario. Ello ocurre porque cada delegación hace su aporte y esto es muy 
bueno. ¿Saben por qué? Porque no estamos discutiendo solo esta propuesta sino que 
este debate nos está permitiendo conocer la realidad general del país en todos los 
aspectos -positivos y negativos- en materia de medios de comunicación audiovisual. 
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Por eso les digo que tenemos el espíritu bien abierto para recibir todas las 
propuestas y recomendaciones a fin de perfeccionar este proyecto y que no suceda, 
como se decía, que la mejor buena voluntad se manifieste en cosas que no sean 
practicables. 


Dicho eso, quiero trasmitirles una preocupación. Los he escuchado con muchísima 
atención e insisto que reafirmo informaciones que he recibido de otros o por haber hecho 
distintas visitas. 


(Diálogos) 


——LLo cierto es que he llegado a esta conclusión: si sacamos este proyecto de 
arriba de la mesa, no habrá ley, pero los problemas seguirán existiendo. Eso nos obliga a 
seguir trabajando en una cantidad de aspectos, que desde su visión, este proyecto de ley 
puede agravar. Sin embargo, hay que tener en cuenta que la mayoría de los problemas 
que ustedes plantearon no tienen ninguna relación con el proyecto sino con lo que se ha 
ido perdiendo en forma previa a esta iniciativa y que no se recuperan ni se siguen 
perdiendo por su aprobación. 


Esos problemas tienen que ver con aspectos tecnológicos imposibles de detener, 
que nos van avasallando. Ustedes se mueven en un terreno en el que las innovaciones 
tecnológicas se van a una velocidad extraordinaria y no sabemos a dónde van a llegar. 


Entonces, todo esto nos obliga a continuar trabajando. Además, creo que todos los 
que estamos acá -y la ley apunta a eso- sostenemos que los medios de comunicación 
son una parte vital de la defensa de la soberanía y de la identidad nacional. ¡Vaya que lo 
saben los que están en la frontera! Hace pocos días estuve en Rivera y tuve que ver un 
partido de la selección uruguaya en un canal brasileño. ¡Era terrible escucharlo en 
portugués! Lo digo porque me dolió y no pude acceder a un canal uruguayo. Y esa es la 
realidad de la gente que vive allí todos los días. 


Entonces, es obvio que estamos preocupados porque este sistema se sostenga y 
sea viable. Sigamos trabajando en eso. 


Por otra parte, con mucha sinceridad, les quiero decir que la publicidad oficial no 
debe estar en esta propuesta porque, en todo caso, sería absolutamente programática. 
Pretendemos que se haga una ley de publicidad oficial aparte. En esto coincidimos todos 
los partidos. Esta es una carencia que se debe subsanar porque lo que señalan es una 
realidad que se puede constatar en cualquier departamento del interior. Y, a veces, se 
dan cosas incomprensibles, como por ejemplo que se haga una campaña por la aftosa y 
se lleve adelante en Montevideo. Eso lo viví. 


También les digo que hemos vivido épocas incomprensibles en lo que tiene que ver 
con la publicidad oficial, con un despilfarro de dinero que no tenía ningún sentido, en 
cuestiones que tampoco tenían ningún sentido. 


Este Parlamento creó una Comisión Investigadora que yo presidí, que trabajó 
durante cinco años, indagando entre otras cosas sobre la publicidad oficial. Aunque 
seguramente no lo vivieron directamente ni se beneficiaron de ello, ustedes saben de los 
escándalos que existían con la publicidad oficial en este país. Recuerdo un caso 
emblemático en ese sentido: el Club de Bochas Chanta 4 de Colonia con una publicidad 
de Antel extraordinaria. Y les podría dar miles de ejemplos que tengo constatados en 
planillas que aun guardo en mi despacho. Entonces, no queremos eso ni lo que ocurre 
ahora. 


Por otra parte, algo que ustedes anunciaron -así como Audap y la Cámara de 
Anunciantes- es que una de las mayores dificultades para otorgar la publicidad en forma 
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racional es precisamente la falta de mediciones. Y miren que no les pasa en el interior. 
Me voy a hacer cargo de esto y sé que lo que voy a decir va a dejar enojado a alguna 
gente: no sé si las mediciones que hay en Montevideo son fiables. La Cámara de 
Anunciantes dijo ayer que llevaba cuatro años tratando de tener una medición objetiva de 
la distribución de diarios y lectoría de los diarios. Entonces, no les pasa solo a ustedes. 
La diferencia es que acá, aun con esas dificultades, se otorga la publicidad y a ustedes 
no. 


Quise decir esto porque, independientemente de lo que pase con este proyecto, 
tenemos que seguir trabajando, porque es evidente que existen lagunas -a veces no 
estamos atentos y no las vemos- y ustedes hoy nos han advertido de una. 


Cuenten con esta Comisión, cuya filosofía de trabajo es muy particular, para trabajar 
juntos en todos los aspectos, independientemente del texto legal que estamos 
analizando, para contribuir, como decían ustedes, a la supervivencia de los medios, que 
es la primera preocupación de cualquier empresario que tenga una empresa de este 
porte. 


Quería decir esto porque no quería quedarme entre pecho y espaldas con estas 
opiniones. 


Sin más, reitero mi agradecimiento a la delegación e insisto con que las puertas 
están abiertas, tanto en este proyecto como en aquellos que estén vinculados con la 
actividad que desarrollan. 


Se levanta la reunión. 


